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de lo Contencioso-Administrativo, de conformidad con el artícu-
lo 8.3 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa (BOE de 14 de julio),
sin perjuicio de que alternativamente se pueda presentar recur-
so de reposición contra esta Resolución, en el plazo de un
mes, ante el mismo órgano que la dicta, en cuyo caso no
cabrá interponer el recurso contencioso-administrativo ante-
riormente citado en tanto recaiga resolución expresa o presunta
del recurso de reposición, de acuerdo con lo dispuesto en
los artículos 116 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada

por la Ley 4/1999, de 13 de enero de 1999 (BOE de 14
de enero).

Sevilla, 14 de mayo de 2003.- La Rectora en Funciones,
Rosario Valpuesta Fernández.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

RESOLUCION de 25 de abril de 2003, de la Vice-
consejería, por la que se anuncia convocatoria pública
para cubrir puesto de trabajo de libre designación en
el Instituto Andaluz de la Mujer.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función
Pública de la Junta de Andalucía; en el Decreto 56/1994,
de 1 de marzo, de atribución de competencias en materia
de personal; y en el Decreto 2/2002, de 9 de enero, por
el que se aprueba el Reglamento General de ingreso, promoción
interna, provisión de puestos de trabajo y promoción profe-
sional de los funcionarios de la Administración General de
la Junta de Andalucía, esta Viceconsejería de la Presidencia,
en virtud de las competencias que tiene delegadas por Orden
de 31 de mayo de 1994 (Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía núm. 84 de 8 de junio de 1994), anuncia la provisión
de un puesto de trabajo de «Libre Designación», con sujeción
a las siguientes bases:

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda. Podrán participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de dicho puesto en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

Tercera. 1. Las solicitudes, dirigidas al Viceconsejero de
la Presidencia, se presentarán dentro del plazo de quince días
hábiles, contados a partir del siguiente al de la publicación
de la presente Resolución en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, en el Registro General del Instituto Andaluz de
la Mujer, en Sevilla, calle Alfonso XII, núm. 52, sin perjuicio
de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modi-
ficada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

2. En la instancia figurarán los datos personales y el puesto
que se solicita, acompañándose «curriculum vitae» en el que
se hará constar el número de registro de personal, el cuerpo
de pertenencia, grado personal consolidado, títulos académi-
cos, puestos de trabajo desempeñados y cuantos otros méritos
se relacionan con el contenido del puesto que se solicita.

3. Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopia debidamente compulsada.

4. La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 51 del Decreto 2/2002, de 9 de enero,
por el que se aprueba el Reglamento General de ingreso, pro-
moción interna, provisión de puestos de trabajo y promoción

profesional de los funcionarios de la Administración General
de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo,
en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
al de su publicación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo donde tenga su domicilio el/la demandante, o se
halle la sede del Organo autor del acto originario impugnado,
a la elección del/la demandante, de acuerdo con lo previsto
en los artículos 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin
perjuicio de la interposición del recurso potestativo de repo-
sición, en el plazo de un mes, ante la Viceconsejería de la
Presidencia, de conformidad con los artículos 116 y 117 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 25 de abril de 2003.- El Viceconsejero, Juan
Antonio Cortecero Montijano.

A N E X O

Consejería/Org. Autónomo: Instituto Andaluz de la Mujer.
Centro directivo: Dirección IAM.
Centro de destino: SS.CC. IAM.
Localidad: Sevilla.
Código Sirhus: 8033610.
Denominación del puesto: Servicio de Informática.
Núm. plazas: 1.
Grupo: A-B.
Cuerpo: P-A2.
Mod. Acceso.: PLD.
Area funcional: Tecn. Inform. y Telec.
Area relacional:
Nivel: 26.
C. específico: XXXX-12.068,64 E.
Exp.: 3.
Titulación:
Formación:
Méritos específicos:

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ORDEN de 5 de mayo de 2003, por la que se
procede a la modificación de la de 15 de febrero de
2002, por la que se convoca concurso de acceso a
la condición de personal laboral fijo en las categorías
del Grupo I, en lo referente a la composición de la
Comisión de Valoración.

Por haberse producido abstenciones por varios miem-
bros de la Comisión de Valoración correspondiente a la con-



BOJA núm. 98Sevilla, 26 de mayo 2003 Página núm. 11.213

vocatoria del concurso de acceso a la condición de personal
laboral fijo en las categorías profesionales del Grupo I, Orden
de 15 de febrero 2002, publicado en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía núm. 30 de 12 de marzo 2002, y en
base al artículo 28 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre,
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administración Común, se acepta las abs-
tenciones alegadas y se procede a la modificación de la com-
posición de la Comisión de Valoración en los siguientes
términos.

- Página núm. 3.786.

Titulares Organizaciones Sindicales.

Donde dice: Francisco Alférez Maldonado (CSI-CSIF).
Debe decir: José M.ª Linares Iglesias.

Donde dice: María de la O Pérez Hernández (CC.OO.).
Debe decir: Juan Palenzuelo Gálvez (CC.OO).

Suplentes Organizaciones Sindicales.

Donde dice: Jerónimo Tara Pascual (CSI-CSIF).
Debe decir: María del Mar Ibáñez Fernández.

Sevilla, 5 de mayo de 2003

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 7 de mayo de 2003, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se modifica la de 21
de noviembre de 2002, relativa a la composición del
Tribunal Calificador que debe evaluar las pruebas
selectivas de la categoría de Técnicos Especialistas de
Radiodiagnóstico, convocadas por Resolución de 16
de mayo de 2002.

La Resolución de 21 de noviembre de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud (BOJA núm. 143, de 5 de diciembre) con-
tiene, en su Anexo II, la composición del Tribunal Calificador
que debe evaluar las pruebas selectivas de la categoría de
Técnicos Especialistas de Radiodiagnóstico, convocadas por
Resolución de 16 de mayo de 2002 (BOJA núm. 74, de
25 de junio).

Habiéndose aceptado por esta Dirección General de Per-
sonal y Servicios, las renuncias formuladas por doña Mercedes
Mengíbar Torres, Presidenta del Tribunal Titular y de doña
Teresa Moreno Pérez, Presidenta del Tribunal Suplente, en
uso de las atribuciones que tiene conferidas en virtud de lo
dispuesto en el Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el
que se establece la Estructura Orgánica Básica de la Consejería
de Salud y del Servicio Andaluz de Salud,

HA RESUELTO

Designar como Presidente del Tribunal Titular a don Arturo
Domínguez Fernández y como Presidente del Tribunal Suplente
a don Nicolás Rodríguez Vedia de la categoría de Técnico
Especialista de Radiodiagnóstico.

Sevilla, 7 de mayo de 2003.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 7 de mayo de 2003, de la Vice-
consejería, por la que se anuncia convocatoria pública
para cubrir un puesto de trabajo de libre designación.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función

Pública de la Junta de Andalucía, y a los artículos 60, 61
y 62 del Decreto 2/2002 de 9 de enero, por el que se aprueba
el Reglamento General de ingreso, promoción interna y pro-
moción profesional de los funcionarios de la Administración
General de la Junta de Andalucía, esta Viceconsejería, en virtud
de las competencias que tiene delegadas por el artículo 1.5
de la Orden de 20 de junio de 1997 (BOJA núm. 80, de
12 de julio), anuncia la provisión del puesto de libre desig-
nación con sujeción a las siguientes

B A S E S

Primero. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo a la presente
Resolución.

Segunda. Podrán participar en la presente convocatoria
aquellos funcionarios que reúnan los requisitos señalados para
el desempeño del mismo y aquellos otros de carácter general
exigidos por la legislación vigente.

Tercera. 1. Las solicitudes deberán dirigirse a la Exma.
Sra. Consejera y serán presentadas en el Registro General
de la Consejería de Medio Ambiente (Avd. Manuel Siurot,
núm. 50), dentro del plazo de 15 días hábiles, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Reso-
lución en el BOJA, bien directamente o a través de las oficinas
a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En la instancia de solicitud figurarán los datos per-
sonales y el puesto que se solicita, además deberá ir acom-
pañada de un currículum vitae, en el que se hará constar,
el número de Registro de Personal, cuerpo de pertenencia
y destino actual, grado personal consolidado, títulos acadé-
micos, puestos de trabajo desempeñados en la Administración
Pública, años de servicio, estudios y cursos realizados y cuan-
tos otros méritos se relacionen con el contenido del puesto
que se solicita.

3. Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

Cuarta. Una vez transcurrido el período de presentación
de instancias, las solicitudes formuladas serán vinculantes para
los peticionarios y el destino adjudicado será irrenunciable,
salvo que antes de finalizar el plazo de toma de posesión
se hubiera obtenido otro destino mediante convocatoria
pública.

Sevilla, 7 de mayo de 2003.- La Viceconsejera, Isabel
Mateos Guilarte.

Denominación del puesto: Director-Conservador.
Código: 19910.
Centro directivo: D.P. Granada.
Centro de destino: P.N. Sierra de Baza.
Número de plazas: 1.
Adscripción: F.
Grupos: A-B.
Cuerpo: P-A2.
Area funcional: Gestión Medio Natural.
Area relacional: Medio Ambiente.
Nivel: 25.
C. específico: XXXX-10.514,04.
Experiencia: 2.
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UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 28 de abril de 2003 de la Uni-
versidad de Almería, por la que se aprueba la relación
de aspirantes admitidos y excluidos, se anuncia la
fecha, hora y lugar de celebración del primer ejercicio
y se nombra el Tribunal Calificador de las pruebas
selectivas para ingreso en la Escala Auxiliar Adminis-
trativa de esta Universidad, mediante el sistema acceso
libre.

De conformidad con lo establecido en el artículo 20.2
del Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se
aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal al
Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión
de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Fun-
cionarios Civiles de la Administración General del Estado y
en la base 4 de la Resolución de 6 de febrero de 2003 de
esta Universidad, por la que se convocan pruebas selectivas
para ingreso en la Escala Auxiliar Administrativa de esta Uni-
versidad, mediante el sistema de acceso libre (Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía de 5 de marzo de 2003).

Este Rectorado, en uso de las competencias que le están
atribuidas en el artículo 20 de la Ley Orgánica 6/2001, de
21 de diciembre de Universidades, en relación con el artícu-
lo 2.e) de la misma norma, y en el artículo 49, ha resuelto:

Primero. Aprobar la lista de opositores admitidos y exclui-
dos a las citadas pruebas. La lista de opositores admitidos
se encontrará expuesta en el tablón de anuncios del Servicio
de Gestión de Personal sito en Ctra. de Sacramento s/n, de
la Cañada de San Urbano (Almería), teléfono 950/01.51.24.
La lista de opositores excluidos figura como Anexo a la presente
Resolución.

Segundo. Los opositores omitidos, por no figurar en las
listas de admitidos ni en la de excluidos, disponen de un
plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al
de la publicación de esta Resolución, para subsanar los defec-
tos que hayan motivado la omisión en las citadas listas.

Tercero. Se convoca a todos los opositores admitidos para
la celebración del primer ejercicio el día 27 de junio de 2003,
a las 18,00 horas en la Universidad de Almería, sita en Ctra.
de Sacramento s/n, de la Cañada de San Urbano (Almería).
Con la suficiente antelación se hará público en el tablón de
anuncios del Servicio de Gestión de Personal, la distribución
de los aspirantes por Centros y por Aulas.

Cuarto. Los opositores deberán ir provistos necesariamen-
te de material de escritura, consistente en un lápiz de grafito
del número 2 y de goma de borrar. Asimismo, deberán pre-
sentar el Documento Nacional de Identidad o Pasaporte y la
solicitud de admisión a las pruebas.

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 7 de mayo de 2003, de la Direc-
ción General de Actividades y Promoción Deportiva,
por la que se dispone la publicación de los Estatutos
de la Federación Andaluza de Tenis de Mesa.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del
Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de Acti-
vidades y Promoción Deportiva de 4 de octubre de 2001,

se aprobaron los Estatutos de la Federación Andaluza de Tenis
de Mesa y se acordó su inscripción en el Registro Andaluz
de Entidades Deportivas, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición antes mencionada, se dispone la publicación de los
Estatutos de la Federación Andaluza de Tenis de Mesa, que
figura como anexo a la presente resolución.

Sevilla, 7 de mayo de 2003.- El Director General, José
P. Sanchís Ramírez.

Quinto. Se nombra el Tribunal Calificador de las pruebas
selectivas.

Tribunal Titular:

Presidente: Don Fernando Contreras Ibáñez, Gerente de
la Universidad de Almería.

Vocales:

Doña M.ª Angeles Hinojosa Lizana, Vicegerente de la Uni-
versidad de Almería, que actuará como Secretaria, en repre-
sentación de la Administración Universitaria.

Doña Carmen Ruiz Gómez, funcionaria de la Escala de
Gestión Administrativa de la Universidad de Almería, en repre-
sentación de la Administración Universitaria.

Don Bernardo Claros Molina, funcionario de la Escala
Administrativa de la Universidad de Almería, en representación
del personal de administración y servicios.

Don Antonio García García, funcionario de la Escala de
Gestión Administrativa de la Universidad de Almería, en repre-
sentación del personal de administración y servicios.

La presente Resolución agota la vía administrativa, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.4 de la Ley
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE
24.12.2001) y en el artículo 60 de los Estatutos de la Uni-
versidad de Almería, aprobados por Decreto 276/1998, de
22 de diciembre (BOJA de 19.1.1999, BOE de 16.3.1999).
Contra la misma podrá interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
de Almería en el plazo de dos meses a partir de la publicación
de esta Resolución, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 8.3 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (BOE de
14.7.1998), o potestativamente recurso de reposición ante
éste Organo en el plazo de un mes a partir igualmente de
la publicación de esta Resolución según establece el artícu-
lo 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27.11.1992) en su nueva
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE
de 14.1.1999).

Almería, 28 de abril de 2003.- El Rector, Alfredo Martínez
Almécija.

A N E X O

Aspirantes excluidos

NIF: 75015912D.
Nombre: Castillo Anguita, Mercedes.
Causa de exclusión: No posee o no hace constar la

titulación.
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ESTATUTOS DE LA FEDERACION ANDALUZA
DE TENIS DE MESA

TITULO I

DEFINICION, OBJETO SOCIAL, REGIMEN JURIDICO
Y FUNCIONES

Artículo 1. Definición.
1. La Federación Andaluza de Tenis de Mesa, en adelante

FATM, es una entidad deportiva de carácter privado, sin ánimo
de lucro, con personalidad jurídica propia, plena capacidad
de obrar y patrimonio propio e independiente del de sus aso-
ciados, que está integrada por clubes deportivos andaluces
y, en su caso, por secciones deportivas, deportistas, entre-
nadores, técnicos, jueces y árbitros que de forma voluntaria
y expresa se afilien a la misma a través de la preceptiva licencia
para la práctica, promoción y desarrollo del Tenis de Mesa
en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Además de sus propias atribuciones, ejerce por dele-
gación funciones públicas de carácter administrativo, actuando
en estos casos como agente colaboradora de la Administración
y ostenta el carácter de utilidad pública en Andalucía.

3. La FATM se integrará en la correspondiente Federación
Española, de acuerdo con el procedimiento y requisitos esta-
blecidos en los estatutos de ésta, gozando así del carácter
de utilidad pública, de conformidad con la Ley del Deporte
estatal.

Artículo 2. Régimen Jurídico.
La FATM se rige por lo dispuesto en la Ley 6/98, del

Deporte de Andalucía, Decreto 7/2000, de Entidades Depor-
tivas Andaluzas, Decreto 236/1999, de Régimen Sancionador
y Disciplinario, y demás disposiciones legales que le sean apli-
cables y por lo establecido en los presentes estatutos y los
reglamentos federativos.

Subsidiariamente será de aplicación lo dispuesto en la
legislación estatal y en los estatutos y reglamentos de la Fede-
ración Española de Tenis de Mesa.

Artículo 3. Representatividad.
La FATM ostenta la representación de la Comunidad Autó-

noma de Andalucía en las actividades y competiciones depor-
tivas oficiales de carácter estatal e internacional celebradas
dentro y fuera del territorio español. Asimismo, la FATM repre-
senta en el territorio andaluz a la Federación Española en
la que se integra.

Artículo 4. Domicilio social.
La FATM está inscrita en el Registro Andaluz de Entidades

Deportivas, teniendo su domicilio social en Granada, calle San-
ta Paula núm. 23, 18001 Granada.

El cambio de domicilio social necesitará del acuerdo de
la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea General,
salvo que se efectúe dentro del mismo término municipal,
en cuyo caso podrá efectuarse por mayoría simple. El cambio
de domicilio deberá notificarse al Registro Andaluz de Enti-
dades Deportivas.

Artículo 5. Funciones propias.
Son funciones propias de la FATM las de gobierno, admi-

nistración, gestión, organización desarrollo y promoción del
deporte del Tenis de Mesa en todo el territorio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Artículo 6. Funciones públicas delegadas.
1. Además de sus funciones propias, La FATM ejerce

por delegación, bajo los criterios y tutela de la Consejería de
Turismo y Deporte, las siguientes funciones de carácter
administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y com-
peticiones oficiales de ámbito autonómico.

b) Expedir licencias deportivas para participar en com-
peticiones oficiales.

c) Asignar, coordinar y controlar la correcta aplicación
que sus asociados den a las subvenciones y ayudas de carácter
público concedidas a través de la FATM.

d) Ejercer la potestad disciplinaria en los términos esta-
blecidos en los presentes estatutos.

e) Ejecutar, en su caso, las resoluciones del CADD.
f) Cualquier otra que se establezca reglamentariamente.

2. La FATM, sin la autorización de la Administración com-
petente, no podrá delegar el ejercicio de las funciones públicas
delegadas, si bien podrá encomendar a terceros actuaciones
materiales relativas a las funciones previstas en las letras a),
b) y c) del apartado anterior.

Artículo 7. Otras funciones.
La FATM de conformidad con lo dispuesto en el artícu-

lo 22.5 de la Ley del Deporte de Andalucía, ejerce además
las siguientes funciones:

a) Colaborar con las Administraciones Públicas y con la
Federación Española en la promoción del Tenis de Mesa, en
la ejecución de los planes y programas de preparación de
los deportistas de alto nivel en Andalucía, participando en
el diseño y en la elaboración de las relaciones anuales de
deportistas de alto nivel y ámbito estatal que realiza el Consejo
Superior de Deportes.

b) Colaborar con la Administración de la Junta de Anda-
lucía en la promoción de los deportistas de alto rendimiento
y en la formación de técnicos, jueces y árbitros.

c) Colaborar con la Administración Deportiva del Estado
en la prevención, control y represión del uso de sustancias
y grupos farmacológicos prohibidos, así como en la prevención
de la violencia en el deporte.

d) Colaborar en la organización de las competiciones ofi-
ciales y actividades deportivas que se celebren en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de carácter estatal
o Internaciones.

e) Elaborar sus propios reglamentos deportivos, así como
disponer cuanto convenga para la promoción y mejora de la
práctica del tenis de mesa.

Artículo 8. Tutela de la Administración Deportiva.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29.1 del

Decreto 7/2000 de Entidades Deportivas Andaluzas, la FATM
se somete a las siguientes funciones de tutela de la Secretaría
General para el Deporte:

a) Convocar los órganos federativos cuando no hubiesen
sido convocados por quienes tienen la obligación estatutaria
o legal de convocarlos.

b) Instar al CADD la incoación de procedimiento disci-
plinario al Presidente y demás miembros directivos de la Fede-
ración, y en su caso, la suspensión cautelar de los mismos.

c) Convocar elecciones a los órganos de gobierno y repre-
sentación de la FATM, nombrando, en su caso, una Comisión
Gestora específica para la celebración de las mismas, siempre
y cuando no fuese posible la constitución de la prevista en
el Reglamento Electoral federativo.

d) Comprobar, previa a la aprobación definitiva, la ade-
cuación a la legalidad vigente de los reglamentos federativos,
así como sus modificaciones.

e) Inspeccionar los libros y documentos oficiales y
reglamentarios.

f) Resolver los recursos que se presenten contra los actos
que la FATM haya dictado en el ejercicio de funciones públicas
de carácter administrativo.

g) Avocar y revocar el ejercicio de las funciones públicas
que la FATM tenga atribuidas.
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TITULO II

LOS MIEMBROS DE LA FEDERACION

CAPITULO I

La Licencia Federativa

Artículo 9. La licencia federativa.
La licencia federativa es el documento mediante el que

se formaliza la relación de especial sujeción entre la FATM
y la persona o entidad de que se trate. Con ella, se acredita
documentalmente la afiliación, sirviendo de título acreditativo
para el ejercicio de los derechos y deberes reconocidos en
los presentes estatutos a los miembros de la Federación.

La pérdida por su titular de la licencia federativa, por
cualquiera de las causas previstas, lleva aparejada la de la
condición de miembro de la Federación.

Artículo 10. Expedición de la licencia.
1. La expedición y renovación de las licencias se efectuará

en el plazo de un mes desde su solicitud, siempre que el
solicitante cumpla los requisitos que fijan los presentes esta-
tutos y demás normativa vigente.

2. La Junta Directiva acordará la expedición de la corres-
pondiente licencia federativa o la denegación de la misma.
Se entenderá estimada la solicitud si una vez transcurrido el
plazo mencionado en el apartado anterior no hubiese sido
resuelta y notificada expresamente la denegación.

3. La denegación de la licencia será siempre motivada
y contra la misma podrá interponerse recurso de alzada ante
el órgano competente de la Administración Deportiva.

Artículo 11. Pérdida de la licencia.
El afiliado a la Federación perderá la licencia federativa

por las siguientes causas:

a) Por voluntad expresa del federado.
b) Por sanción disciplinaria.
c) Por falta de pago de las cuotas establecidas.

La pérdida de la licencia por la causa señalada en el
apartado c), requerirá la previa advertencia al afiliado, con-
cediéndosele un plazo no inferior a diez días para que proceda
a la liquidación del débito con indicación de los efectos que
se producirían en caso de no atender a la misma.

CAPITULO II

Los Clubes y Secciones Deportivas

Artículo 12. Requisitos de los clubes y secciones depor-
tivas.

Podrán ser miembros de la Federación los clubes y las
secciones deportivas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que su objeto exclusivo o principal lo constituya la
práctica del deporte.

b) Que estén inscritos en el Registro Andaluz de Entidades
Deportivas.

c) Que estén interesados en los fines de la Federación
y se adscriban a la misma.

Artículo 13. Régimen de los clubes y las secciones
deportivas.

Los clubes y las secciones deportivas integrados en la
FATM deberán someterse a las disposiciones y acuerdos ema-
nados de sus órganos de gobierno y representación, y estarán
sujetos a la potestad disciplinaria de la Federación de con-
formidad con lo dispuesto en su reglamento disciplinario y
demás normativa de aplicación.

Artículo 14. Participación en competiciones oficiales.
La participación de los clubes y secciones en compe-

ticiones oficiales de ámbito autonómico se regirá por lo dis-
puesto en los presentes estatutos, por los reglamentos fede-
rativos y demás disposiciones aplicables.

Artículo 15. Solicitud de integración en la FATM.
El procedimiento de integración de los clubes y secciones

deportivas en la FATM, conforme a lo previsto en los artícu-
los 10 y 11 de estos estatutos, se iniciará a instancia de
los mismos dirigida al Presidente, a la que se adjuntará cer-
tificado del acuerdo de la Asamblea General en el que conste
el deseo de la entidad de federarse y de cumplir los estatutos
de la FATM.

Artículo 16. Pérdida de la condición de miembro de la
FATM.

1. Los clubes y las secciones deportivas podrán solicitar
en cualquier momento la baja en la FATM, mediante escrito
dirigido al Presidente de la misma al que acompañará acuerdo
adoptado por la Asamblea General en dicho sentido.

2. Asimismo perderán la condición de miembro de la
FATM cuando incurran en los siguientes supuestos:

a) Por extinción del club.
b) Por pérdida de la licencia federativa.

Artículo 17. Derechos de los clubes y secciones depor-
tivas.

Los clubes y secciones deportivas gozarán de los siguien-
tes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FATM y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en la normativa
electoral deportiva de la Junta de Andalucía y en el Reglamento
electoral federativo.

b) Estar representados en la Asamblea General de la
FATM, con derecho a voz y voto.

c) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma.

d) Beneficiarse de las prestaciones y servicios previstos
por la FATM para sus miembros.

e) Ser informado sobre las actividades federativas.
f) Separarse libremente de la FATM.

Artículo 18. Obligaciones de los clubes y secciones
deportivas.

Serán obligaciones de los clubes y secciones deportivas:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
de la FATM.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias de integración.

c) Cooperar al cumplimiento de los fines de la FATM.
d) Poner a disposición de la FATM a los deportistas fede-

rados de su plantilla al objeto de integrar las selecciones depor-
tivas andaluzas, de acuerdo con la Ley del Deporte andaluz
y disposiciones que la desarrollan.

e) Poner a disposición de la FATM a sus deportistas fede-
rados, con el objeto de llevar a cabo programas específicos
encaminados a su desarrollo deportivo.

f) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legislación
vigente, los presentes estatutos o por los acuerdos válidamente
adoptados por los órganos federativos.

CAPITULO III

Los Deportistas, Entrenadores, Técnicos, Jueces y Arbitros

Sección 1.ª Disposiciones generales de integración y baja
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Artículo 19. Integración en la FATM.
Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros,

como personas físicas y a título individual pueden integrarse
en la FATM y tendrán derecho, de acuerdo con los artícu-
los 10 y 11 de los presentes estatutos, a una licencia de
la clase y categoría establecida en los reglamentos federativos,
que servirá como ficha federativa y habilitación para participar
en actividades y competiciones deportivas oficiales, así como
para el ejercicio de los derechos y obligaciones reconocidos
a los miembros de la FATM.

Artículo 20. Pérdida de la condición de miembro de la
FATM.

Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros
cesarán en su condición de miembro de la FATM por pérdida
de la licencia federativa.

Sección 2.ª Los deportistas

Artículo 21. Definición.
Tendrán la consideración de deportistas quienes practican

el deporte del tenis de mesa, cumpliendo las condiciones fede-
rativas y estando en posesión de la correspondiente licencia
federativa.

Artículo 22. Derechos de los deportistas.
Los deportistas tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FATM y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en el Reglamento
Electoral Federativo.

b) Estar representados en la Asamblea General, con dere-
cho a voz y voto.

c) Estar en posesión de un seguro médico que cubra
los daños y riesgos derivados de la práctica del tenis de mesa.

d) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma en el marco de las reglamentaciones que rigen
el tenis de mesa.

e) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas cuando
sean convocados para ello.

f) Ser informados de las actividades federativas.
g) Separarse libremente de la FATM.

Artículo 23. Deberes de los deportistas.
Los deportistas tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos y demás disposiciones legales.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines federativos.

d) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas y a los
programas específicos federativos encaminados a favorecer su
desarrollo deportivo.

e) Aquellos otros que les vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos, reglamentos de
su desarrollo o por los acuerdos válidamente adoptados por
los órganos federativos.

Artículo 24. Controles antidopaje.
Los deportistas con licencia para participar en compe-

ticiones oficiales de cualquier ámbito, estarán obligados a
someterse a los controles antidopaje durante las competiciones
o fuera de ellas, a requerimiento de cualquier organismo con
competencias para ello.

Sección 3.ª Los Técnicos

Artículo 25. Definición.
Son entrenadores y técnicos las personas que, con la titu-

lación reconocida de acuerdo con la normativa vigente, ejercen
funciones de enseñanza, formación, perfeccionamiento y direc-
ción técnica en el tenis de mesa, respetando las condiciones
federativas y estando en posesión de la correspondiente
licencia.

Artículo 26. Derechos de los entrenadores y técnicos.
Los entrenadores y técnicos tendrán los siguientes dere-

chos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FATM y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en el Reglamento
Electoral Federativo.

b) Estar representados en la Asamblea General, con dere-
cho a voz y voto.

c) Ser beneficiarios de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen en
relación con la práctica del tenis de mesa.

d) Ser informados sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la FATM.

Artículo 27. Deberes de los entrenadores y técnicos.
Los entrenadores y técnicos tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos y demás disposiciones legales.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines federativos.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la FATM.

e) Aquellos otros que les vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos, reglamentos de
su desarrollo o por los acuerdos válidamente adoptados por
los órganos federativos.

Sección 4.ª Los jueces y árbitros

Artículo 28. Definición.
Son jueces/árbitros las personas que, con las categorías

que reglamentariamente se determinen, velan por la aplicación
de las reglas de juego, respetando las condiciones federativas
y estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 29. Derechos de los jueces y árbitros.
Los jueces/árbitros tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FATM y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en el Reglamento
Electoral Federativo.

b) Estar representados en la Asamblea General, con dere-
cho a voz y voto.

c) Ser beneficiarios de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen refe-
rentes a la práctica del tenis de mesa.

d) Ser informados sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la FATM.

Artículo 30. Deberes de los jueces y árbitros.
Los jueces/árbitros tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos y demás disposiciones legales.
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b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento con el cumplimiento de
los fines federativos.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la FATM.

e) Aquellas otras que les vengan impuestas por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos, reglamentos de
su desarrollo o por los acuerdos válidamente adoptados por
los órganos federativos.

TITULO III

ESTRUCTURA ORGANICA FEDERATIVA

CAPITULO I

Organos Federativos

Artículo 31. Organos federativos.
Son órganos de la FATM:

a) De gobierno y representación:

- La Asamblea General.
- La Junta Directiva.
- El Presidente.

b) De Administración:

- El Secretario General.
- El Interventor.

c) Técnicos:

- El Comité Técnico de Jueces o Arbitros.
- El Comité de Entrenadores.
- Los Comités Específicos.

d) Los Comités Disciplinarios.
e) La Comisión Electoral.
f) Las Delegaciones Territoriales.

CAPITULO II

La Asamblea General

Artículo 32. La Asamblea General.
La Asamblea General es el órgano supremo de gobierno

y representación y está integrada por los clubes y secciones
deportivas, deportistas, entrenadores, técnicos y jueces y
árbitros.

Artículo 33. Composición.
La Asamblea General estará compuesta por el número

de miembros que se determina en el Reglamento Electoral
Federativo, de conformidad con lo dispuesto en la normativa
electoral establecida por la Junta de Andalucía.

Artículo 34. Elección a miembros de la Asamblea General.
Los miembros de la Asamblea General serán elegidos cada

cuatro años, coincidiendo con los años de celebración de los
Juegos Olímpicos de verano, mediante sufragio libre, secreto
y directo, entre y por los componentes de cada estamento
de la Federación y de conformidad con las proporciones esta-
blecidas en el Reglamento Electoral Federativo.

Artículo 35. Electores y elegibles.
1. Son electores y elegibles para miembros de la Asamblea

General de la FATM:

temporada oficial, figuren inscritos en el Registro Andaluz
de Entidades Deportivas y estén afiliados a la FATM.

b) Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbi-
tros que sean mayores de edad, para ser elegibles, y que
no sean menores de 16 años para ser electores, con licencia
federativa en vigor en el momento de la convocatoria de las
elecciones y que la hayan tenido en la temporada anterior.

Para ser elector o elegible en cualquiera de los estamentos
federativos es además necesario haber participado, al menos
desde la anterior temporada oficial, en competiciones o acti-
vidades oficiales, salvo caso de fuerza mayor debidamente
justificada o que no hubiera existido competición o actividad
de dicho carácter, bastando acreditar tal circunstancia.

2. Los requisitos exigidos para ser elector y elegible a
la Asamblea General deberán concurrir el día en que se publi-
que la convocatoria de elecciones.

Artículo 36. Causas de baja en la Asamblea General.
Los miembros de la Asamblea General causarán baja en

los siguientes casos:

a) Expiración de período de mandato.
b) Fallecimiento.
c) Dimisión.
d) Incapacidad que impida el desempeño del cargo.
e) Sanción disciplinaria o resolución judicial que comporte

inhabilitación para cargos en la organización deportiva o pri-
vación de la licencia federativa que hayan adquirido firmeza.

f) Cambio o modificación de la situación federativa que
implique la alteración de las condiciones y requisitos exigidos
para su elección, siendo requisito necesario la apertura del
correspondiente expediente contradictorio con audiencia del
interesado durante el plazo de diez días. Transcurrido dicho
plazo, la Junta Directiva de la FATM resolverá sobre la men-
cionada baja. Esta resolución se comunicará a la Dirección
General de Actividades y Promoción Deportiva el día siguiente
al de su adopción y se notificará al interesado, que podrá
interponer recurso contra la misma, ante la Comisión Electoral
Federativa, en el plazo de cinco días naturales desde su
notificación.

Artículo 37. Competencias.
Son competencias exclusivas e indelegables de la Asam-

blea General:

a) La aprobación de las normas estatutarias y sus
modificaciones.

b) La aprobación del presupuesto anual, su modificación
y su liquidación.

c) La elección de Presidente.
d) La designación de los miembros de los Organos de

Disciplina Deportiva.
e) La designación de los miembros del Comité de

Conciliación.
f) La resolución de la moción de censura y de la cuestión

de confianza del Presidente.
g) Adoptar el acuerdo de disolución voluntaria de la Fede-

ración o conocer de la disolución no voluntaria y articular
el procedimiento de liquidación.

h) El otorgamiento de la calificación oficial de las acti-
vidades y las competiciones deportivas y la aprobación del
calendario deportivo y la memoria deportiva anual.

i) Aprobar las normas de expedición y revocación de las
licencias federativas así como sus cuotas.

j) Aprobar las operaciones económicas que impliquen el
gravamen o enajenación de sus bienes inmuebles o impliquen
comprometer gastos de carácter plurianual.

k) La aprobación y modificación de los reglamentos depor-
tivos, electorales y disciplinarios.

l) Resolver aquellas otras cuestiones que hayan sido some-
tidas a su consideración en la convocatoria y se hallen en
el Orden del Día.
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m) Cualquier otra que se le atribuya en los presentes
estatutos o se le otorgue reglamentariamente.

Artículo 38. Sesiones.
La Asamblea General se reunirá en sesión plenaria y con

carácter ordinario al menos una vez al año para la aprobación
de las cuentas y memoria de las actividades deportivas del
año anterior, así como el calendario, programas y presupuesto
anuales.

Podrán convocarse reuniones de carácter extraordinario
a iniciativa del Presidente o de un número de miembros de
la Asamblea General no inferior al veinte por ciento de los
mismos.

Artículo 39. Convocatoria.
a) La convocatoria deberá realizarse mediante comuni-

cación escrita a todos los miembros de la Asamblea General
con expresa mención del lugar, día y hora de la celebración
en primera y segunda convocatoria, así como el Orden del
Día de los asuntos a tratar. Entre la primera y la segunda
convocatoria deberá mediar una diferencia de al menos 30
minutos.

b) Las convocatorias se efectuarán con una antelación
de 15 días naturales a su celebración, salvo casos de urgencia
debidamente justificados.

Artículo 40. Constitución.
La Asamblea General quedará válidamente constituida

cuando concurran en primera convocatoria la mayoría de sus
miembros o, en segunda convocatoria, la cuarta parte de los
mismos.

Artículo 41. Presidencia de la Asamblea General.
El Presidente de la FATM presidirá las reuniones de la

Asamblea General y moderará los debates, regulando el uso
de la palabra y sometiendo a votación las proposiciones o
medidas a adoptar. El Presidente resolverá las cuestiones de
orden y procedimiento que pudieran plantearse.

Artículo 42. Acuerdos de la Asamblea General.
1. Los acuerdos deberán ser adoptados, con carácter gene-

ral, por mayoría de los votos emitidos, salvo que estos estatutos
prevean otra cosa.

2. El voto de los miembros de la Asamblea es personal
e indelegable.

3. La votación será secreta en la elección del Presidente,
en la moción de censura, en la cuestión de confianza y en
la adopción de acuerdo sobre la remuneración del Presidente.
Será pública en los casos restantes, salvo que la décima parte
de los asistentes solicite votación secreta.

4. El Presidente tendrá voto de calidad en caso de empate
en la adopción de acuerdos de la Asamblea General.

Artículo 43. Secretaría de la Asamblea General.
El Secretario de la Federación lo será también de la Asam-

blea General. En su ausencia, actuará como tal el asambleísta
designado por el Presidente en virtud de lo dispuesto en el
artículo 64 de estos estatutos.

Artículo 44. Acta de la Asamblea.
El acta de cada reunión especificará los nombres de los

asistentes, las personas que intervengan y el contenido fun-
damental de las deliberaciones, así como el texto de los acuer-
dos que se adopten y el resultado de las votaciones y, en
su caso, los votos particulares contrarios a los acuerdos adop-
tados, pudiendo ser aprobada al finalizar la Asamblea, sin
perjuicio de su posterior remisión a los miembros de la misma.

En caso de no ser sometida a aprobación al término de
la reunión, será remitida a todos los miembros de la Asamblea
en un plazo de 30 días para su aprobación en la próxima
Asamblea General que se celebre, sin perjuicio de la inmediata
ejecutividad de los acuerdos adoptados, que sólo podrán sus-
penderse por acuerdo del órgano competente.

Artículo 45. Asistencia de personas no asambleístas.
El Presidente de la FATM, a iniciativa propia o a petición

de un tercio de los miembros de la Asamblea, podrá convocar
a las sesiones de la misma a personas que no sean miembros
de la misma para informar de los temas que se soliciten.

Asimismo podrán asistir a las reuniones de la Asamblea
General, con voz y sin voto, los miembros de la Junta Directiva
de la FATM que no lo sean de la Asamblea.

CAPITULO III

El Presidente de La FATM

Artículo 46. El Presidente de la FATM.
El Presidente de la FATM es el órgano ejecutivo de la

misma. Ostenta su representación legal, convoca y preside
los órganos de gobierno y representación y ejecuta los acuerdos
de los mismos. Asimismo otorga la representación de la entidad
y ostenta la dirección superior de la administración federativa,
contratando al personal administrativo y técnico que se precise,
asistido por la Junta Directiva.

El Presidente nombra y cesa a los miembros de la Junta
Directiva así como a los Delegados Territoriales de la misma.

Artículo 47. Mandato.
El Presidente de la FATM será elegido cada cuatro años,

en el momento de la constitución de la Asamblea General,
coincidiendo con los años de los Juegos Olímpicos de verano
y mediante sufragio libre, directo y secreto por y entre los
miembros de la Asamblea General.

Artículo 48. Candidatos a Presidente.
Los candidatos a Presidente de la FATM deberán ser pre-

sentados como mínimo por el 15% de los miembros de la
Asamblea General.

Los clubes integrantes de la Asamblea, que no serán ele-
gibles para el cargo de Presidente, podrán proponer un can-
didato que, además del requisito de presentación exigido en
el párrafo anterior, deberá ser socio del club proponente y
tener la condición de elegible para los órganos de gobierno
y representación del mismo.

Artículo 49. Elección de Presidente.
La elección de Presidente de la FATM será a doble vuelta.

Si en la primera votación ningún candidato de los presentados
alcanza la mayoría absoluta del total de los miembros de la
Asamblea, se realizará una nueva votación entre los dos can-
didatos más votados, resultando elegido el que obtenga mayor
número de votos. En caso de empate, tras un receso de dos
horas, se repetirá la votación y, si persiste el empate, se resol-
verá el mismo mediante sorteo realizado por la Mesa de la
Asamblea.

Artículo 50. Sustitución del Presidente.
En caso de ausencia, enfermedad o vacante, le sustituirá

el Vicepresidente, sin perjuicio de las delegaciones que con-
sidere oportuno realizar.

La sustitución en la Presidencia de la Asamblea, en el
caso de que el Vicepresidente no sea miembro de la misma,
recaerá en el miembro que sea designado por la Asamblea
entre los asistentes.

Artículo 51. Cese del Presidente.
El Presidente de la FATM cesará por:

a) Por el transcurso del plazo para el que fue elegido.
b) Por fallecimiento.
c) Por dimisión.
d) Por incapacidad legal sobrevenida.
e) Por prosperar una moción de censura o no ser aprobada

una cuestión de confianza en los términos que se regulan
en los presentes estatutos.
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f) Por inhabilitación o destitución del cargo acordada en
sanción disciplinaria o resolución judicial firme.

g) Por incurrir en las causas de inelegibilidad o incom-
patibilidad establecidas en los presentes estatutos o en la legis-
lación vigente.

Artículo 52. Vacante.
En el caso de que, excepcionalmente, quede vacante la

presidencia de la FATM por cualquier causa que no sea la
finalización del mandato o el haber prosperado una moción
de censura, la Asamblea General Extraordinaria, que se cele-
brará en el plazo de un mes, procederá a elegir nuevo Pre-
sidente por el tiempo que falte hasta la terminación del plazo
correspondiente al mandato ordinario.

Artículo 53. Moción de censura.
a) La moción de censura contra el Presidente de la FATM

habrá de formularse por escrito, mediante solicitud al Pre-
sidente de la Comisión Electoral federativa, en la que consten
las firmas y los datos necesarios para la identificación de los
promotores de la misma, que serán, como mínimo, un 25%
de los miembros de la Asamblea General, debiéndose incluir
en la misma el nombre del candidato alternativo al Presidente.

b) En el plazo de diez días, la Comisión Electoral cons-
tituirá una Mesa, integrada por dos miembros de la Junta
Directiva designados por la misma, los dos primeros firmantes
de la moción de censura y un quinto miembro, elegido por
la Comisión Electoral entre federados de reconocida indepen-
dencia e imparcialidad, que actuará como Presidente, siendo
Secretario el más joven de los otros.

c) Comprobada por la mesa la legalidad de la moción
de censura, ordenará a la Junta Directiva que convoque Asam-
blea General Extraordinaria, lo que hará en el plazo de cinco
días desde la recepción del requerimiento de la mesa, para
su celebración en un plazo no superior a un mes desde la
constitución de la mesa.

d) La Asamblea, sus debates y la votación serán dirigidos
por la Mesa, que resolverá por mayoría cuantos incidentes
y reclamaciones se produzcan. Finalizada la votación, la mesa
realizará el escrutinio. Para ser aprobada, la moción de censura
requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de la Asam-
blea General. Si así ocurre, el candidato alternativo será elegido
Presidente de la FATM.

e) No se admitirá el voto por correo ni la delegación de
voto en la Asamblea de la moción de censura.

f) Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser rechazada
o prosperar la moción de censura. Las mismas se formularán
en el plazo de cinco días, ante la Comisión Electoral, que
las resolverá en tres días hábiles y, en su caso, proclamará
definitivamente Presidente al candidato alternativo electo si
hubiese prosperado la moción de censura, sin perjuicio de
los recursos administrativos y jurisdiccionales que procedan.
Las mismas impugnaciones y recursos proceden contra la deci-
sión de la mesa de no tramitar la moción de censura.

g) Sólo podrán presentarse dos mociones de censura en
cada mandato de la Asamblea y, entre ellas, deberá transcurrir,
como mínimo un año.

Artículo 54. Cuestión de confianza.
a) El Presidente de la FATM podrá plantear a la Asamblea

General la cuestión de confianza sobre un programa o una
declaración de política general de la Federación.

b) La cuestión de confianza se debatirá en sesión extraor-
dinaria de la Asamblea General. A la convocatoria de la misma,
que se deberá celebrar en el plazo de un mes desde la pro-
posición de la cuestión de confianza, se acompañará escrito
justificativo de los motivos que fundamenten la misma.

c) La sesión de la Asamblea se iniciará con la presentación
por el Presidente del programa o declaración general que se
somete a confianza. Tras la exposición del Presidente, podrán

intervenir los miembros de la Asamblea que lo soliciten y,
en turno de contestación, bien individual o colectivamente
si varios asambleístas hubiesen hablado en el mismo sentido,
el propio Presidente.

d) Concluido el debate o, en su defecto, tras la intervención
del Presidente tendrá lugar la votación. La confianza se enten-
derá otorgada por el voto favorable de la mayoría de los asis-
tentes a la Asamblea. La denegación de la confianza supone
el cese inmediato del Presidente de la FATM.

e) Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser otorgada
o denegada la confianza. Tales impugnaciones habrán de for-
mularse en el plazo de cinco días ante la Comisión Electoral,
que resolverá en tres días hábiles.

Artículo 55. Remuneración del Presidente.
El cargo de Presidente de la FATM podrá ser remunerado,

siempre que tal acuerdo, así como la cuantía de la remu-
neración, sea aprobado en votación secreta por la mayoría
absoluta de los miembros de la Asamblea General, sin que
en ningún caso dicha remuneración pueda ser satisfecha con
cargo a subvenciones públicas.

En todo caso, la remuneración del Presidente concluirá,
con el fin de su mandato, no pudiendo extenderse más allá
de la duración del mismo.

Artículo 56. Incompatibilidad.
El cargo de Presidente de la FATM es incompatible con

el desempeño de cualquier otro en la misma o en los clubes
o secciones deportivas que se integren en la Federación.

CAPITULO IV

La Junta Directiva

Artículo 57. La Junta Directiva.
La Junta Directiva es el órgano colegiado de gestión de

la FATM, siendo presidida por el Presidente de la misma.
La Junta Directiva asiste al Presidente en el cumplimiento

de sus funciones y, en particular, en la confección del proyecto
de presupuesto y de las cuentas anuales de la Federación,
elaboración de la memoria anual de actividades, coordinación
de las actividades de las distintas Delegaciones Territoriales,
designación de técnicos de las Selecciones Deportivas, con-
cesión de honores y recompensas y en la adopción de dis-
posiciones interpretativas de los estatutos y reglamentos
federativos.

Artículo 58. Composición de la Junta Directiva.
El número de miembros de la Junta Directiva no podrá

ser inferior a cinco ni superior a quince.
Como mínimo estará compuesta por el Presidente, un

Vicepresidente, el Secretario y dos vocales.

Artículo 59. Nombramiento y cese de sus miembros.
Los miembros de la Junta Directiva serán nombrados y

cesados libremente por el Presidente de la FATM. De tal deci-
sión se informará a la Asamblea General.

Artículo 60. Convocatoria y constitución de la Junta
Directiva.

a) Corresponde al Presidente, a iniciativa propia o a ins-
tancia de la tercera parte de sus miembros, la convocatoria
de la Junta Directiva, que contendrá el lugar, fecha y hora
de su celebración, así como el Orden del Día.

b) La convocatoria deberá ser comunicada al menos con
siete días de antelación, salvo en los casos urgentes, en los
que bastará una antelación de 48 horas.

c) Quedará válidamente constituida con un mínimo de
tres miembros asistentes, siempre que uno de ellos sea el
Presidente o el Vicepresidente. Igualmente quedará válidamen-
te constituida la Junta Directiva, aunque no se hubiesen cum-
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plido los requisitos de convocatoria, si concurren todos sus
miembros y así lo acuerdan por unanimidad.

Artículo 61. Actas.
De las reuniones de la Junta Directiva se levantarán las

correspondientes actas que se someterán a su aprobación al
final de la sesión respectiva o al comienzo de la siguiente
sesión como primer punto del Orden del Día.

Artículo 62. Acuerdos de la Junta Directiva.
Los acuerdos de la Junta Directiva serán adoptados por

mayoría simple, teniendo el Presidente voto de calidad en
caso de empate.

CAPITULO V

La Secretaría General

Artículo 63. El Secretario General.
La Secretaría General es el órgano administrativo de la

Federación que, además de las funciones que se especifican
en los artículos 64 y 65 estará encargada de su régimen de
administración conforme a los principios de legalidad, trans-
parencia y eficacia, con sujeción a los acuerdos de los órganos
de gobierno, a los presentes estatutos, normas de desarrollo
de los mismos y demás legalidad vigente.

Al frente de la Secretaría General se encuentra el Secretario
General, que lo será también de la Asamblea y de la Junta
Directiva, teniendo voz pero no voto en la Asamblea, salvo
que sea miembro de la misma en que sí tendrá voto.

Artículo 64. Nombramiento y cese.
El Secretario General será nombrado y cesado por el Pre-

sidente de la FATM y ejercerá las funciones de fedatario de
los actos y acuerdos, así como de custodia de los archivos
documentales de la Federación.

En caso de ausencia será sustituido por la persona que
designe el Presidente.

Artículo 65. Funciones.
Son funciones propias del Secretario General:

a) Levantar acta de las sesiones de los órganos en los
cuales actúa como Secretario.

b) Expedir las certificaciones oportunas, con el visto bueno
del Presidente, de los actos y acuerdos adoptados por dichos
órganos.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados
por los órganos federativos.

d) Llevar los libros federativos.
e) Preparar las estadísticas y la memoria de la Federación.
f) Resolver y preparar los asuntos generales de la

Federación.
g) Asesorar al Presidente en los asuntos de su competencia

cuando sea requerido para ello.
h) Ostentar la jefatura del personal federativo.
i) Preparar la documentación y los informes precisos para

las reuniones de los órganos en los que actúa como Secretario.
j) Coordinar la ejecución de las tareas de los órganos

federativos.
k) Velar por el cumplimiento de la normas jurídico-de-

portivas que afecten a la actividad de la Federación, solicitando
asesoramiento externo cuando sea necesario.

l) Velar por el buen orden de las dependencias federativas,
adoptando las medidas necesarias para ello, asignando las
funciones y cometidos a los empleados que hubiese y vigilando
el estado de las instalaciones.

m) Facilitar a los directivos y órganos federativos los datos
y antecedentes que necesiten para trabajos de su competencia.

n) Cuidar las relaciones públicas de la FATM.
o) Aquellas otras que le sean asignadas por el Presidente.

CAPITULO VI

El Interventor

Artículo 66. El Interventor.
El Interventor de la Federación es la persona responsable

del ejercicio de las funciones de control y fiscalización interna
de la gestión económica-financiera, patrimonial y presupues-
taria, así como de contabilidad y tesorería.

Artículo 67. Nombramiento y cese.
El Interventor será nombrado y cesado por la Asamblea

General a propuesta del Presidente de la FATM.

CAPITULO VII

Comité Técnico de Jueces/Arbitros

Artículo 68. Comité técnico de jueces/árbitros.
Se constituye en el seno de la FATM un Comité técnico

de jueces/árbitros compuesto por cinco miembros, uno de los
cuales será designado Presidente del mismo, correspondiendo
el nombramiento y cese de sus miembros al Presidente de
la FATM.

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple, tenien-
do voto de calidad el Presidente de dicho Comité en caso
de empate.

Artículo 69. Funciones.
El Comité Técnico de jueces/árbitros ostenta las funciones

de gobierno y representación de los mismos y tendrá, entre
otras, las siguientes funciones:

a) Establecer los criterios de formación de los jueces/ár-
bitros de conformidad con los fijados por la FETM.

b) Proponer la clasificación técnica de los jueces/árbitros
y la adscripción de los mismos a las categorías corres-
pondientes.

c) Proponer los métodos retributivos de los mismos.
d) Coordinar con las Federaciones Deportivas Españolas

los niveles de formación.
e) Designar, atendiendo a criterios objetivos, a los jue-

ces/árbitros en las competiciones oficiales de ámbito andaluz.

CAPITULO VIII

El Comité de Entrenadores

Artículo 70. El Comité de Entrenadores.
El Comité de Entrenadores estará constituido por su Pre-

sidente y cuatro vocales, designados y cesados por el Pre-
sidente de la FATM.

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple, tenien-
do el Presidente del mismo voto de calidad en caso de empate.

Artículo 71. Funciones.
El Comité de Entrenadores ostenta las funciones de gobier-

no y representación de los entrenadores y técnicos de la FATM
y tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Proponer, de conformidad con las normas vigentes,
los métodos complementarios de formación y perfecciona-
miento.

b) Emitir informe razonado sobre las solicitudes de licen-
cias solicitados por los técnicos y entrenadores de Andalucía.

c) Proponer y, en su caso, organizar cursos o pruebas
de perfeccionamiento y actualización para técnicos y entre-
nadores.
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CAPITULO IX

Los Comités Específicos

Artículo 72. Comités específicos.
Se podrán crear comités específicos por cada modalidad

o especialidad deportiva existente en la Federación o para
asuntos concretos de especial relevancia.

Dichos comités estarán compuestos por un Presidente
y cuatro vocales que serán nombrados y cesados por el Pre-
sidente de la FATM el cual dará cuenta de la creación y com-
posición del comité específico creado a la primera Asamblea
General que se celebre desde su creación.

Corresponderá a estos comités el asesoramiento del Pre-
sidente y de la Junta Directiva en cuantas cuestiones afecten
a la modalidad o especialidad que representan o a la materia
para la que ha sido creado, así como la elaboración de informes
y propuestas relacionados con la planificación deportiva, regla-
mentos de competiciones u otros asuntos que se les enco-
miende.

CAPITULO X

Los Comités Disciplinarios

Artículo 73. Comités Disciplinarios.
Los Comités Disciplinarios de la FATM son el Comité de

Disciplina Deportiva o Comité de Competición.
El Comité de Disciplina Deportiva o Comité de Competición

estará formado por tres miembros, de los que al menos uno
de ellos será licenciado en derecho, siendo nombrados por
la Asamblea General y elegirán de entre ellos a su Presidente
y a su Secretario.

La condición de miembro de este órgano disciplinario es
incompatible con la pertenencia de cualquiera de sus miem-
bros a cualquier cargo directivo en la Federación.

Artículo 74. Funciones.
Corresponde al Comité de Disciplina Deportiva o Comité

de Competición el conocimiento y resolución de todas las cues-
tiones disciplinarias que sean de su competencia según los
presentes estatutos, agotando sus resoluciones la vía fede-
rativa, contra las que se podrá interponer recurso ante el Comité
Andaluz de Disciplina Deportiva.

CAPITULO XI

La Comisión Electoral federativa

Artículo 75. La Comisión Electoral federativa.
a) La Comisión Electoral federativa estará integrada por

tres miembros y sus suplentes como mínimo, elegidos por
la Asamblea General, en sesión anterior a la convocatoria del
proceso electoral, entre personas pertenecientes o no al ámbito
federativo, siendo necesario que al menos uno de sus miem-
bros y su suplente sean licenciados en derecho. Su Presidente
y Secretario serán también designados entre los elegidos por
la Asamblea General.

b) La condición de miembro de la Comisión Electoral será
incompatible con haber desempeñado cargos federativos
durante los últimos cuatro años, excepto en órganos disci-
plinarios o en anteriores Comisiones Electorales. Asimismo es
incompatible con el desempeño de cualquier cargo directivo
durante su pertenencia a la Comisión Electoral.

c) El mandato de los miembros de la Comisión Electoral
finaliza el día que la Asamblea General elija a los nuevos
miembros de dicha Comisión.

Artículo 76. Funciones.
La Comisión Electoral es el órgano encargado de controlar

que los procesos electorales federativos se ajustan a la lega-
lidad, correspondiéndole las siguientes funciones:

a) Admisión y publicación de candidaturas.
b) Designación, por sorteo, de las mesas electorales.
c) Autorizar los interventores de los candidatos.
d) Proclamar los candidatos electos.
e) Conocimiento y resolución de las impugnaciones que

se formulen durante el proceso electoral, en la cobertura de
bajas y vacantes y en los supuestos de cese del Presidente
o moción de censura en su contra.

f) Actuación de oficio cuando resulte necesario.
g) Cualquier otra que tenga legalmente establecida.

Contra los acuerdos de la Comisión Electoral federativa
resolviendo las impugnaciones y recursos electorales, podrá
interponerse recurso ante el Comité Andaluz de Disciplina
Deportiva en el plazo de tres días hábiles desde el día siguiente
al de su notificación.

CAPITULO XII

Organización Territorial

Sección 1.ª Las Delegaciones Territoriales

Artículo 77. La estructura territorial.
La estructura territorial de la FATM se acomoda a la orga-

nización territorial de la Comunidad Autónoma, articulándose
a través de las Delegaciones Territoriales.

Artículo 78. Las Delegaciones Territoriales.
Las Delegaciones Territoriales, que estarán subordinadas

jerárquicamente a los órganos de gobierno y representación
federativos, ostentarán la representación federativa en su ámbi-
to territorial, rigiéndose por las normas y reglamentos ema-
nados de la FATM.

Sección 2.ª El Delegado Territorial

Artículo 79. El Delegado Territorial. Requisitos y fun-
ciones.

Al frente de cada Delegación Territorial existirá un Dele-
gado que será designado y cesado por el Presidente de la
FATM.

El Delegado Territorial deberá ostentar la condición de
miembro de la Asamblea General, salvo en el supuesto de
que sea miembro de la Junta Directiva, siendo sus funciones
las señaladas en las normas y reglamentos federativos, así
como las que específicamente le asigne el Presidente.

CAPITULO XIII

Disposiciones generales

Artículo 80. Incompatibilidades de los cargos.
Sin perjuicio de las demás incompatibilidades previstas

en los presentes estatutos, el ejercicio del cargo de Presidente,
miembro de la Junta Directiva, Delegado Territorial, Secretario,
Interventor y Presidentes de los Comités y Comisiones exis-
tentes en la FATM, será incompatible con:

a) El ejercicio de otros cargos directivos en una Federación
Andaluza o Española distinta a la que pertenezca aquella donde
se desempeñe el cargo.

b) El desempeño de cargos o empleos públicos direc-
tamente relacionados con el ámbito deportivo.

c) La realización de actividades comerciales directamente
relacionadas con la Federación.

TITULO IV

LAS COMPETICIONES OFICIALES

Artículo 81. Competiciones oficiales.
La calificación de la actividad o competición como oficial
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corresponde, de oficio o previa solicitud, en exclusiva a la
FATM.

Para obtener el carácter de oficial será requisito indis-
pensable el acuerdo a tal efecto de la Asamblea General cada
temporada o período anual.

Artículo 82. Requisitos de la solicitud de calificación.
En el supuesto de solicitud de calificación de una com-

petición como oficial, deberán especificarse las razones por
las que se formula y, asimismo, las condiciones en que se
desarrollará tal actividad o competición, siendo requisito míni-
mo e indispensable el que esté abierta a todos sin discri-
minación alguna, sin perjuicio de las diferencias derivadas
de los méritos deportivos.

Artículo 83. Calificación de competiciones oficiales.
Para calificar una actividad o competición deportiva como

de carácter oficial, se tendrán en cuenta, entre otros, los
siguientes criterios:

a) Existencia de una modalidad o especialidad deportiva
oficialmente reconocida.

b) Desarrollo de todas las pruebas y encuentros en ins-
talaciones incluidas en el Inventario Andaluz de Instalaciones
deportivas.

c) Capacidad y experiencia organizativa y de gestión de
los promotores.

d) Nivel técnico y relevancia de la actividad o competición
en el ámbito deportivo andaluz.

e) Garantía de medidas de seguridad contra la violencia.
f) Aseguramiento de responsabilidad civil de acuerdo con

la legislación vigente.
g) Conexión o vinculación de la actividad o competición

deportiva con otras actividades y competiciones deportivas de
ámbito estatal o internacional.

h) Disponibilidad de reglamentación específica para su
desarrollo, incluyendo la disciplinaria.

i) Previsión de fórmulas de control y represión del dopaje.

TITULO V

EJERCICIO DE LAS FUNCIONES PUBLICAS DELEGADAS

Artículo 84. Procedimiento.
Los actos que se dicten por la FATM en el ejercicio de

las funciones públicas delegadas se ajustarán a los principios
inspiradores de las normas reguladoras del procedimiento
administrativo común.

A falta de regulación expresa en estos estatutos o en los
reglamentos federativos sobre los procedimientos para el ejer-
cicio de las funciones públicas delegadas, se fija un trámite
de audiencia a los interesados durante un período mínimo
de cinco días hábiles y un plazo de resolución, para los ini-
ciados a instancia de los interesados, que no podrá ser superior
a un mes.

Artículo 85. Recurso.
Los actos dictados por la FATM en el ejercicio de las

funciones públicas de carácter administrativo son susceptibles
de recurso ante el Secretario General para el Deporte, con
arreglo al régimen establecido para el recurso de alzada en
la Ley 30/92, rigiéndose por su normativa específica los que
se interpongan contra los actos dictados en el ejercicio de
la potestad disciplinaria o electoral, cuyo conocimiento corres-
ponde al Comité Andaluz de Disciplina Deportiva.

TITULO VI

CONCILIACION EXTRAJUDICIAL

Artículo 86. Objeto.
Cualquier cuestión litigiosa de naturaleza jurídico depor-

tiva que se suscite entre deportistas, técnicos, árbitros o jueces,
clubes y demás partes interesadas, como miembros integrantes
de la Federación, podrá ser objeto de conciliación extrajudicial
y voluntariamente sometida al Comité de Conciliación.

Se exceptúan aquellas materias que afecten al régimen
sancionador deportivo y a aquellas otras que, de conformidad
con la legislación vigente, se refieran a derechos personalísimos
no sometidos a libre disposición.

Artículo 87. El Comité de Conciliación.
El Comité de Conciliación lo integran un Presidente y dos

vocales, con la formación adecuada y específica en la materia,
que serán nombrados, con igual número de suplentes, por
la Asamblea General por un período de cuatro años.

Sus funciones son las de promover la solución de los
conflictos en materia deportiva a través de la conciliación entre
las partes, adoptando aquellas medidas que garanticen los
principios de contradicción, igualdad y audiencia en el pro-
cedimiento de conciliación y la ejecución voluntaria de sus
resoluciones.

Artículo 88. Solicitud.
Toda persona física o jurídica que manifieste su voluntad

de someter a conciliación una cuestión litigiosa en materia
deportiva ante el Comité de Conciliación, deberá así solicitarlo
expresamente a este órgano federativo, por escrito y haciendo
constar los hechos que lo motivan y los fundamentos de dere-
cho que puedan ser invocados, así como las pruebas que
se propongan y las pretensiones de la demanda. A dicho escrito
se acompañará un documento donde figure su inequívoca
voluntad de someterse a la conciliación extrajudicial.

Artículo 89. Contestación.
El Comité de Conciliación, una vez recibida la solicitud,

dará traslado de la misma a las partes implicadas para que,
en un plazo de quince días, formulen contestación. En ella
se contendrá, en todo caso, la aceptación de la conciliación
con expresa mención a someterse a la resolución que pudiera
dictarse, pretensiones, alegaciones y, en su caso, las pruebas
pertinentes que se deriven de las cuestiones suscitadas o,
por el contrario, la oposición a la conciliación. En este último
supuesto se darán por concluidas las actuaciones.

Artículo 90. Recusación de los miembros del Comité de
Conciliación.

Los miembros del Comité de Conciliación podrán ser recu-
sados por alguna de las causas previstas en el ordenamiento
jurídico administrativo. Si la recusación, que será resuelta por
el propio Comité, fuera aceptada, los recusados serán sus-
tituidos por sus suplentes. De los nuevos nombramientos se
dará traslado a todos los interesados en el procedimiento de
conciliación.

Artículo 91. Práctica de pruebas y trámite de audiencia.
Recibida la contestación a que se refiere el artículo 89

sin oposición alguna al acto de conciliación, el Comité de
Conciliación procederá a continuación a valorar los escritos
de demanda y oposición, ordenará practicar las pruebas soli-
citadas en su caso y las que estime pertinentes y convocará
a las partes a un acto, para que, en trámite de audiencia,
aleguen lo que estimen conveniente, aclarando en su caso
los puntos oscuros que exista en la demanda o en la con-
testación y aportando las pruebas que estimen convenientes
para probar su derecho y que no hubiesen aportado con la
demanda. En caso de solicitud de nuevos medios probatorios
se le concederá al solicitante el plazo de 15 días para su
práctica.

En este acto, cuyos debates serán moderados por el Pre-
sidente del Comité, se hará entrega a las partes de copia del
expediente tramitado hasta ese momento.

Artículo 92. Resolución.
En el plazo de 20 días desde la celebración del acto a
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que se refiere el artículo anterior, el Comité dictará resolución
en el expediente, que será notificada y suscrita por las partes
intervinientes.

La resolución conciliadora será ejecutiva y cumplida en
el plazo de 10 días desde que fue notificada a las partes.

Artículo 93. Duración del procedimiento.
El procedimiento de conciliación tendrá una duración

máxima de dos meses, sin perjuicio de ser prorrogado por
acuerdo expreso de todas las partes.

TITULO VII

REGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO DE LA FEDERACION

Artículo 94. Presupuesto y patrimonio.
a) La FATM tiene presupuesto y patrimonio propio para

el cumplimiento de sus fines, debiendo aplicar la totalidad
de sus rentas a los fines deportivos para los que se constituye.

b) El patrimonio de la FATM estará integrado por sus
propios bienes y derechos y por los que les sean cedidos por
la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía
o cualesquiera otras Administraciones Públicas.

c) El proyecto de presupuesto anual será elaborado por
el Presidente y la Junta Directiva, que lo presentarán para
su debate y aprobación a la Asamblea General. La FATM no
podrá aprobar presupuestos deficitarios, salvo autorización
expresa de la Consejería de Turismo y Deporte. La liquidación
del presupuesto deberá ser aprobada por la Asamblea General,
previo informe de la Junta Directiva.

Artículo 95. Recursos económicos federativos.
Son recursos económicos de la Federación, entre otros,

los siguientes:

a) Las subvenciones que puedan concederle las Entidades
Públicas.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, así
como los premios que le sean otorgados.

c) Los beneficios que produzcan las actividades y com-
peticiones deportivas que organice, así como los derivados
de los contratos que realice.

d) Los rendimientos de su patrimonio.
e) Los préstamos o créditos que obtenga.
f) Cualesquiera otros que se le atribuyan por disposición

legal o en virtud de convenio.

Los recursos económicos de la Federación deberán estar
depositados en entidades bancarias o de ahorro a nombre
de la FATM, siendo necesarias dos firmas conjuntas, auto-
rizadas por el Presidente, para la disposición de dichos fondos.

Artículo 96. Contabilidad.
La FATM someterá su contabilidad y estados económicos

o financieros a las prescripciones legales aplicables. El Inter-
ventor ejercerá las funciones de control y fiscalización interna
de la gestión económico-financiera, patrimonial y presupues-
taria, así como de contabilidad y tesorería.

La FATM ostenta las siguientes competencias econó-
mico-financieras:

a) Gravar y enajenar sus bienes inmuebles, salvo los que
le sean cedidos por las Administraciones Públicas, siempre
que con ello no se comprometa de modo irreversible el patri-
monio federativo. Cuando el importe de la operación sea igual
o superior al 10% de su presupuesto anual se requerirá la
aprobación de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios
de sus miembros.

b) Gravar y enajenar sus bienes muebles.
c) Emitir títulos representativos de deuda o de parte alí-

cuota patrimonial, con autorización de la Asamblea General.

Los títulos serán nominativos y se inscribirán en el libro corres-
pondiente, donde se anotarán también las sucesivas trans-
ferencias, de acuerdo con la normativa reguladora de la
materia.

d) Ejercer actividades de carácter industrial, comercial,
profesional o de servicios, siempre que los posibles beneficios
sean destinados al cumplimiento de su objeto social. En ningún
caso podrán repartirse directa o indirectamente los posibles
beneficios entre los integrantes de la Federación.

e) Comprometer gastos de carácter plurianual. Cuando
el gasto anual comprometido supere el 10% del presupuesto
o rebase el período de mandato del Presidente, requerirá la
aprobación de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios
de sus miembros.

f) Tomar dinero a préstamo de conformidad con la legis-
lación vigente.

Artículo 97. Gravamen y enajenación de bienes.
El gravamen y enajenación de los bienes inmuebles finan-

ciados, en todo o en parte, con subvenciones o fondos públicos
de la Comunidad Autónoma de Andalucía requerirán auto-
rización previa de la Dirección General de Actividades y Pro-
moción Deportiva.

El gravamen y enajenación de los bienes muebles, finan-
ciados total o parcialmente con fondos públicos, requiere la
autorización a que se refiere el párrafo anterior cuando su
importe supere los 11.773,85 euros.

Artículo 98. Auditorias.
La FATM se someterá, cada dos años como mínimo o

cuando la Dirección General de Actividades y Promoción
Deportiva de la Consejería de Turismo y Deporte lo estime
necesario, a auditorias financieras y de gestión sobre la tota-
lidad de los gastos o, en su caso, a verificaciones de con-
tabilidad. La FATM remitirá los informes de dichas auditorías
a dicha Dirección General de la Consejería de Turismo y
Deporte.

Artículo 99. Subvenciones y ayudas públicas.
La FATM asignará, coordinará y controlará la correcta apli-

cación que sus asociados den a las subvenciones y ayudas
de carácter público concedidas a través de ella conforme a
lo establecido legalmente.

TITULO VIII

REGIMEN DOCUMENTAL DE LA FATM

Artículo 100. Libros federativos.
La FATM llevará los siguientes libros:

a) Libro de Registro de Delegaciones Territoriales, que
deberá reflejar la denominación, domicilio social y demás cir-
cunstancias de las mismas. Se hará constar también en él,
los nombres y apellidos de los Delegados Territoriales y, en
su caso, miembros de los órganos colegiados, de represen-
tación y gobierno de la Delegación Territorial, así como las
fechas de toma de posesión y cese de estos cargos.

b) Libro de Registro de Clubes, en el que se hará constar
su denominación, domicilio social, nombre y apellidos de su
Presidente y miembros de la Junta Directiva, con indicación
de las fechas de toma de posesión y cese.

c) Libro de Actas, en el que se incluirán las Actas de
las reuniones de la Asamblea General, de la Junta Directiva
y demás órganos colegiados de la Federación. Las Actas espe-
cificarán necesariamente los asistentes, el orden del día de
la reunión, las circunstancias de lugar y de tiempo en que
se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones
así como el contenido de los acuerdos adoptados.

d) Libro de entrada y salida de correspondencia, en el
que se hará el correspondiente asiento de todo escrito que
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sea presentado o se reciba en la FATM y también se anotará
la salida de escritos de la federación a otras entidades o par-
ticulares. Los asientos se practicarán respetando el orden tem-
poral de recepción o salida. El sistema de registro garantizará
la constancia en cada asiento, ya sea de entrada o salida,
de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha de
entrada o salida, identificación del remitente y destinatario
y referencia al contenido del escrito.

e) Libros de contabilidad, de conformidad con la normativa
de aplicación.

f) Cualesquiera otros que procedan legalmente.

Con independencia de los derechos de información y acce-
so de los miembros de la Federación y señaladamente de
los asambleístas que, en lo que atañe a su específica función,
deberán disponer de la documentación relativa a los asuntos
que se vayan a tratar en la Asamblea General con una ante-
lación suficiente a su celebración, los Libros federativos están
abiertos a información y examen, de acuerdo con la legislación
vigente, cuando así lo dispongan decisiones judiciales, de los
órganos competentes en materia deportiva y, en su caso, de
los auditores.

TITULO IX

DISOLUCION DE LA FATM

Artículo 101. Causas de disolución.
La FATM se disolverá por las siguientes causas:

a) Acuerdo de la Asamblea General, convocada en sesión
extraordinaria y con ese único punto del Orden del día.

Dicho acuerdo, que será adoptado necesariamente por
mayoría cualificada de dos tercios de los miembros de la Asam-
blea, así como la certificación del estado de la tesorería, se
comunicará al órgano administrativo competente de la Junta
de Andalucía a los efectos previstos en la normativa aplicable.

b) Integración en otra Federación Deportiva Andaluza.
c) No elevación a definitiva de la inscripción provisional

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas, a los dos
años de su inscripción.

d) Revocación administrativa de su reconocimiento.
e) Resolución judicial.
f) Aquellas otras previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 102. Destino del patrimonio neto.
En el acuerdo de disolución, la Asamblea General desig-

nará una comisión liquidadora del Patrimonio federativo, con
capacidad para administrar, conservar y recuperar los bienes
y derechos de la Federación, efectuar pagos y, en general,
ejercer aquellas otras acciones imprescindibles para practicar
la liquidación final.

En todo caso, el patrimonio neto resultante, si lo hubiera,
se destinará al fomento y la práctica de actividades deportivas,
salvo que por resolución judicial se determine otro destino.

TITULO X

APROBACION Y MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS
Y REGLAMENTOS FEDERATIVOS

Artículo 103. Acuerdo.
Los estatutos y reglamentos federativos serán aprobados

por la Asamblea General, al igual que sus modificaciones,
mediante acuerdo de la mayoría cualificada de dos tercios
de sus miembros.

Artículo 104. Procedimiento de modificación.
a) El procedimiento de modificación de los estatutos se

iniciará a propuesta del Presidente, de la Junta Directiva o
de un tercio de los miembros de la Asamblea General.

Dicha propuesta, acompañada de un informe detallado
que motive las causas que la originan, será sometida a la
Asamblea General, en convocatoria extraordinaria y con expre-
sa inclusión de la misma en el orden del día.

b) La modificación de los reglamentos seguirá el proce-
dimiento establecido en los párrafos anteriores de este artículo.

Artículo 105. Inscripción en el Registro Andaluz de Enti-
dades Deportivas.

Los acuerdos de aprobación o de modificación adoptados,
serán remitidos para su ratificación al órgano administrativo
competente en materia deportiva de la Junta de Andalucía.
Asimismo, se solicitará su inscripción en el Registro Andaluz
de Entidades Deportivas.

Las disposiciones aprobadas o modificadas sólo produ-
cirán efectos frente a terceros desde la fecha de la inscripción
en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

TITULO XI

REGIMEN DISCIPLINARIO

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 106. El ejercicio del Régimen Disciplinario depor-
tivo, establecido con carácter general en el Título VII de la
Ley 6/1998, del Deporte de Andalucía y desarrollado por el
Decreto 236/1999 de Régimen Sancionador y Disciplinario
Deportivo, correspondiente a la práctica del tenis de mesa,
cuya regulación corresponde a la FATM, de conformidad a
lo dispuesto en las disposiciones legales, se realiza conforme
a lo regulado en las normas que se contienen en el presente
Título.

Artículo 107. La potestad disciplinaria deportiva se extien-
de a las infracciones cometidas por las personas físicas o jurí-
dicas pertenecientes a clubes federados y la propia Federación
en relación a las reglas de juego o competición y a las normas
generales deportivas tipificadas en la Ley del Deporte de Anda-
lucía, el Decreto 236/1999, del Régimen Sancionador y Dis-
ciplinario Deportivo y los presentes estatutos y reglamentos
federativos.

Artículo 108. Son infracciones a las reglas de juego o
competición las acciones u omisiones que, durante el curso
del juego o competición, vulneren, impidan o perturben su
normal desarrollo.

Artículo 109. Son infracciones a las normas generales
deportivas las acciones u omisiones tipificadas como tales,
por ser contrarias a lo dispuesto en dichas normas, en las
que no concurran las circunstancias previstas en el artículo
anterior.

Artículo 110. El Régimen Disciplinario deportivo es inde-
pendiente de la responsabilidad civil o penal, así como del
régimen derivado de las relaciones laborales, que se regirán
por la legislación que en cada caso corresponda.

CAPITULO II

Organización Disciplinaria Deportiva

Artículo 111. La potestad disciplinaria deportiva atribuye
a sus titulares las facultades de investigar, instruir y, en su
caso, sancionar, según sus respectivos ámbitos de compe-
tencia, a las personas o entidades sometidas al régimen dis-
ciplinario deportivo.
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Artículo 112. El ejercicio de la potestad disciplinaria
corresponde:

a) A los jueces y árbitros durante el desarrollo del juego
o competición, con arreglo a lo previsto en las normas esta-
tutarias y reglamentarias federativas.

La potestad disciplinaria de los jueces y árbitros consistirá
en el levantamiento de las actas reglamentarias del encuentro
y, en su caso, en la adopción de medidas de tal naturaleza
previstas en las normas antes mencionadas. La aplicación
de las reglas técnicas que aseguran el normal desenvolvimiento
de la práctica deportiva no tendrá la consideración de
disciplinaria.

b) A los clubes deportivos andaluces federados sobre sus
socios, deportistas, directivos, técnicos y administradores, de
acuerdo con sus estatutos y normas de régimen interior dic-
tadas de conformidad con la legislación vigente.

c) A la FATM sobre las personas y entidades integradas
en la misma, clubes deportivos andaluces y sus deportistas,
técnicos y directivos, jueces y árbitros y, en general, quienes
de forma federada desarrollen el tenis de mesa en Andalucía.

d) Al Comité Andaluz de Disciplina Deportiva sobre las
mismas personas y entidades que la FATM, sobre ésta y sus
directivos.

Artículo 113. La potestad disciplinaria federativa se ejer-
cerá por la FATM a través de los órganos disciplinarios esta-
blecidos en los presentes estatutos.

CAPITULO III

Extinción de la Responsabilidad Disciplinaria

Artículo 114. Son causas de extinción de la responsa-
bilidad disciplinaria deportiva:

a) El fallecimiento del inculpado o sancionado.
b) La disolución del club o federación deportiva andaluza

sancionado o inculpado.
c) El cumplimiento de la sanción.
d) La prescripción de la infracción o de la sanción

impuesta.
e) La pérdida de la condición de deportista federado o

miembro de la asociación deportiva de que se trate.
A los efectos de lo dispuesto en la letra e) del apartado

anterior, cuando la pérdida de esa condición sea voluntaria,
este supuesto de extinción tendrá efectos meramente suspen-
sivos si quien estuviera sujeto a procedimiento disciplinario
en trámite, o hubiera sido sancionado, recuperara y dentro
de un plazo de tres años la condición bajo la cual quedaba
vinculado a la disciplina deportiva, en cuyo caso el tiempo
de suspensión de la responsabilidad disciplinaria no se com-
putará a los efectos de la prescripción de las infracciones o
de las sanciones.

Capítulo IV

Circunstancias Modificativas de la Responsabilidad
Disciplinaria

Artículo 115. Circunstancias agravantes.
Son circunstancias que agravan la responsabilidad en el

ámbito deportivo:

a) La reincidencia. Existe reincidencia cuando el autor
de una infracción haya sido sancionado mediante resolución
firme en vía administrativa, durante el último año, por una
infracción de la misma o análoga naturaleza.

b) La transcendencia social o deportiva de la infracción.
c) El perjuicio económico causado.
d) La existencia de lucro o beneficio a favor del infractor

u otra persona.

e) La concurrencia en el infractor de la cualidad de auto-
ridad deportiva o cargo directivo.

Estas circunstancias no podrán ser consideradas como
agravantes cuando constituyan un elemento integrante del ilí-
cito deportivo.

Artículo 116. Circunstancias atenuantes.
Son circunstancias atenuantes de la responsabilidad dis-

ciplinaria deportiva, el arrepentimiento espontáneo y la exis-
tencia de provocación suficiente inmediatamente anterior a
la infracción. Para las infracciones a las reglas de juego o
competición, se considerará asimismo atenuante la de no
haber sido sancionado en los cinco años anteriores de su vida
deportiva.

Artículo 117. Criterios de ponderación.
Los órganos disciplinarios deportivos, además de los cri-

terios establecidos en los artículos anteriores, valorarán para
la determinación de la sanción aplicable las circunstancias
concurrentes, específicamente la concurrencia en el inculpado
de singulares responsabilidades, conocimientos o deberes de
diligencia de carácter deportivo, así como las consecuencias
de la infracción cometida.

Atendiendo a las circunstancias de la infracción, cuando
los daños y perjuicios originados a terceros, a los intereses
generales o a la Administración sean de escasa entidad, el
órgano competente podrá imponer a las infracciones muy gra-
ves las sanciones correspondientes a las graves y a las infrac-
ciones graves las correspondientes a las leves, debiendo jus-
tificarse la existencia de dichas circunstancias y motivarse la
resolución.

CAPITULO V

Infracciones y Sanciones

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 118. Las infracciones a las reglas de juego o
competición y a las normas generales deportivas, se clasifican
en muy graves, graves y leves.

Artículo 119. Constituyen infracciones comunes muy gra-
ves a las reglas del juego o competición y a las normas gene-
rales deportivas:

a) El uso o administración de sustancias y el empleo
de métodos destinados a aumentar artificialmente la capacidad
física del deportista, la negativa a someterse a los controles
establecidos reglamentariamente, así como las conductas que
inciten, toleren o promuevan la utilización de tales sustancias
o métodos o las que impidan o dificulten la correcta realización
de los controles.

b) La modificación fraudulenta del resultado de las prue-
bas o competiciones, incluidas las conductas previas a la cele-
bración de las mismas que se dirijan o persigan influir en
el resultado mediante acuerdo, intimidación, precio o cualquier
otro medio.

c) Las conductas, actitudes y gestos agresivos y antide-
portivos de jugadores, cuando se dirijan a los jueces o árbitros,
a otros jugadores o al público.

d) Las declaraciones públicas de jueces o árbitros, direc-
tivos, socios, técnicos y deportistas que inciten a sus equipos
o al público a la violencia.

e) Los quebrantamientos de sanciones graves o muy
graves.

f) Los abusos de autoridad.
g) La falta de asistencia no justificada a las convocatorias

de las selecciones andaluzas. A estos efectos la convocatoria
se entiende referida tanto a los entrenamientos como a la
celebración efectiva de la prueba o competición.
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h) La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de persona interpuesta, del material o equipamiento
deportivo en contra de las reglas técnicas del tenis de mesa,
cuando puedan alterar el resultado de la prueba o pongan
en peligro la integridad de las personas.

i) El incumplimiento de la resoluciones del Comité Andaluz
de Disciplina Deportiva.

j) La tercera infracción grave cometida en un período de
dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes en vía
administrativa.

k) Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
o decoro deportivo cuando revistan una especial gravedad.
Asimismo se considerará falta muy grave la reincidencia en
infracciones graves por hechos de esta naturaleza.

l) La alineación indebida y la incomparecencia o retirada
injustificada de las pruebas, encuentros, partidos, juegos o
competiciones.

A los efectos de lo dispuesto en la letra a) del apartado
anterior, la FATM adoptará la lista de sustancias y métodos
prohibidos que tenga aprobada la FETM o es su defecto la
Federación Internacional de Tenis de Mesa y el COI.

Artículo 120. Son infracciones específicas muy graves de
los Presidentes y demás miembros directivos de las entidades
de la organización deportiva del Tenis de Mesa las siguientes:

a) El incumplimiento de los acuerdos de la Asamblea
General, de los reglamentos electorales y de las disposiciones
estatutarias o reglamentarias.

b) La no convocatoria, en los plazos o condiciones legales,
de forma reiterada y sistemática, de los órganos colegiados
que rijan la entidad.

c) La incorrecta utilización de los fondos privados o de
las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas públicas
concedidas con cargo a los Presupuestos de la Junta de Anda-
lucía o de las Administraciones Locales andaluzas.

A estos efectos la apreciación de la incorrecta utilización
de fondos o ayudas públicas se regirá por los criterios generales
que regulen tales fondos o ayudas, de conformidad con la
normativa de aplicación.

d) La no expedición injustificada de las licencias fede-
rativas, así como la expedición fraudulenta de las mismas.

e) El ejercicio de atribuciones conferidas a otros órganos
de gobierno.

f) La violación de secretos en asuntos conocidos en razón
del cargo.

Artículo 121. Constituyen infracciones comunes graves
a las reglas de juego o competición y a las normas generales
deportivas:

a) Los comportamientos que supongan grave menoscabo
de la autoridad deportiva.

b) El quebrantamiento de sanciones leves.
c) El ejercicio de actividades públicas o privadas incom-

patibles con la actividad o función deportiva desempeñada
de conformidad con lo dispuesto en estos estatutos y regla-
mentos federativos.

d) El incumplimiento reiterado de las órdenes, resolu-
ciones o requerimientos emanados de los órganos deportivos
competentes.

e) La tercera infracción leve cometida en un período de
dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes en vía
administrativa.

f) Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
y decoro deportivos.

g) La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de persona interpuesta, del material o equipamiento
deportivo, en contra de las reglas técnicas del Tenis de Mesa.

Artículo 122. Son infracciones específicas graves de los
Presidentes y demás miembros directivos de las entidades
deportivas del Tenis de Mesa, las siguientes:

a) La no convocatoria, en los plazos o condiciones legales,
de los órganos colegiados federativos.

b) El incumplimiento de las reglas de administración y
gestión del presupuesto y patrimonio.

El incumplimiento será sancionable cuando suponga que-
branto de órdenes, instrucciones o normas expresas relativas
a la administración y gestión del presupuesto y patrimonio
de las entidades deportivas o cuando las acciones u omisiones
sean contrarias a los principios que rigen la buena adminis-
tración, cuando revistan especial gravedad o sean reiteradas.

Artículo 123. Tendrán la consideración de infracciones
leves a las reglas de juego o competición y a las normas gene-
rales deportivas:

a) La incorrección leve en el trato con los jueces o árbitros
y demás autoridades deportivas en el ejercicio de sus fun-
ciones.

b) La incorrección leve con el público, compañeros o los
subordinados.

c) El descuido en la conservación o cuidado en los locales
sociales, equipamientos e instalaciones deportivas.

d) Las conductas contrarias a las normas deportivas que
no estén calificadas como graves o muy graves en el presente
capítulo o en las normas reglamentarias o estatutarias de los
entes de la organización deportiva.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 124. Sanciones por infracciones comunes muy
graves.

A) De Los Jugadores.
Serán sancionados con inhabilitación temporal de 1 a

4 años y con inhabilitación a perpetuidad en casos de rein-
cidencia o por la especial trascendencia social o deportiva
de la infracción los jugadores por la comisión de las siguientes
infracciones:

1. El uso de sustancias o el empleo de métodos destinados
a aumentar artificialmente su capacidad física, la negativa a
someterse a los controles reglamentariamente establecidos, así
como las conductas que inciten, toleren o promuevan la uti-
lización de tales sustancias o métodos o que impidan o difi-
culten la correcta realización de los controles.

2. La modificación fraudulenta del resultado de las prue-
bas o competiciones, incluidas las conductas previas a la cele-
bración de las mismas que se dirijan o persigan influir en
el resultado mediante acuerdo, intimidación precio o cualquier
otro medio.

3. Las conductas, actitudes y gestos agresivos y anti-
deportivos cuando se dirijan al árbitro, a otros jugadores o
al público.

4. Las declaraciones públicas que inciten a sus equipos o
a los espectadores a la violencia.

5. Los quebrantamientos de sanciones graves o muy
graves.

6. La falta de asistencia no justificada a las convocatorias
de las selecciones andaluzas. A estos efectos la convocatoria
se entiende referida tanto a los entrenamientos como a la
celebración efectiva de la prueba o competición.

7. La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de persona interpuesta, del material o equipamiento
deportivo en contra de las reglas técnicas del tenis de mesa,
cuando puedan alterar el resultado de la prueba o pongan
en peligro la integridad de las personas.

8. El incumplimiento de las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

9. La tercera infracción grave cometida en un período
de dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes.

10. Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
o decoro deportivo cuando revistan una especial gravedad.
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Asimismo se considerará una falta muy grave la reincidencia
en infracciones graves por hechos de esta naturaleza.

11. La alineación indebida o la incomparecencia o retirada
injustificada de las pruebas, encuentros, partidos, juegos o
competiciones.

B) De los Entrenadores, Capitanes, Delegados de Equipos,
Delegados de Campo y Auxiliares.

Serán sancionados con inhabilitación temporal de 1 a
4 años y con inhabilitación a perpetuidad en casos de rein-
cidencia o por la especial trascendencia social o deportiva
de la infracción, los entrenadores o técnicos, capitanes, dele-
gados de equipos, delegados de campo y auxiliares por la
comisión de alguna de las siguientes infracciones:

1. El uso o administración de sustancias y el empleo
de métodos destinados a aumentar artificialmente la capacidad
física del deportista, la negativa a someterse a los controles
establecidos reglamentariamente, así como las conductas que
inciten, toleren o promuevan la utilización de tales sustancias
o las que impidan o dificulten la correcta realización de los
controles.

2. La modificación fraudulenta del resultado de las prue-
bas o competiciones incluidas las conductas previas a la cele-
bración de las mismas que se dirijan o persigan influir en
el resultado mediante acuerdo, intimidación, precio o cualquier
otro medio.

3. Las declaraciones públicas que inciten a sus equipos o
a los espectadores a la violencia.

4. Los quebrantamientos de las sanciones graves o muy
graves.

5. Los abusos de autoridad.
6. La manipulación o alteración, ya sea personalmente

o a través de persona interpuesta, del material o equipamiento
deportivo en contra de las reglas técnicas del tenis de mesa,
cuando puedan alterar el resultado de la prueba o pongan
en peligro la integridad de las personas.

7. El incumplimiento de las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

8. La tercera infracción grave cometida en un período
de dos años, siempre que las anteriores sean firmes.

9. Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
y decoro deportivo cuando revistan una especial gravedad.
Asimismo se considerará una falta muy grave la reincidencia
en infracciones graves por hechos de esta naturaleza.

10. Conductas o actitudes que provoquen la suspensión
definitiva de la prueba o competición, bien por hechos propios
o por hechos ajenos motivados por ello.

C) De Los Jueces y Arbitros.
Serán sancionados con inhabilitación temporal de 1 a

4 años y con inhabilitación a perpetuidad en casos de rein-
cidencia o por la especial trascendencia social o deportiva
de la infracción, los jueces y árbitros por la comisión de alguna
de las siguientes infracciones:

1. La parcialidad notoria que contribuya, o intente con-
tribuir, a la obtención de un resultado predeterminado en un
partido o encuentro, o que recibiera dinero o especies, de
uno de los jugadores o clubes contendientes o de un tercer
club o persona física o jurídica, como estímulo para obtener
o favorecer dicho resultado.

2. Las declaraciones públicas que inciten a la violencia
a equipos o espectadores.

3. Los quebrantamientos de sanciones graves o muy
graves.

4. La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de persona interpuesta, del material o equipamiento
deportivo contra las normas técnicas del tenis de mesa, cuando
puedan alterar el resultado de la prueba o pongan en peligro
la integridad de las personas.

5. Los abusos de autoridad.
6. El incumplimiento de las resoluciones del Comité Anda-

luz de Disciplina Deportiva.
7. La tercera infracción grave cometida en un período

de dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes.
8. Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad

y decoro deportivos cuando revistan especial gravedad. Asi-
mismo se considerará falta muy grave la reincidencia en infrac-
ciones graves por hechos de esta naturaleza.

9. La incomparecencia injustificada a una prueba o com-
petición para la que hubiese sido designado.

D) De los Socios.
Serán sancionados con prohibición de acceso a recintos

deportivos entre 1 y 4 años o multa de 3.005,06 a 30.050,60
euros y con la pérdida de la condición de socio en caso de
reincidencia o por la especial trascendencia social o deportiva
de la infracción, los socios por la comisión de las siguientes
infracciones:

1. La modificación fraudulenta del resultado de la pruebas
o competiciones, incluidas las conductas previas a la cele-
bración de las mismas que se dirijan o persigan influir en
el resultado mediante acuerdo, intimidación, precio o cualquier
otro medio.

2. Las declaraciones públicas que inciten a sus equipos
o al público a la violencia.

3. Los quebrantamientos de sanciones graves o muy
graves.

4. La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de personas interpuestas, del material o equipa-
miento deportivo en contra de la reglas técnicas del tenis de
mesa, cuando puedan alterar el resultado de la prueba o pon-
gan en peligro la integridad de las personas.

5. El incumplimiento de las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

6. La tercera infracción grave cometida en un período
de dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes.

7. Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
y decoro deportivo cuando revistan una especial gravedad.
Asimismo se considerará falta muy grave la reincidencia en
infracciones graves por hechos de esta naturaleza.

E) De los Clubes.
1. Al club que, sin justificación, no comparezca a un

encuentro se le impondrán las siguientes sanciones:

a) Pérdida de la fianza que, en su caso, hubiese depo-
sitado para poder participar en la prueba o competición.

b) Si se trata de una competición por puntos, se le dará
el encuentro por perdido, anotándose el resultado como si
no hubiera puntuado y con la pérdida de un punto en la
clasificación.

c) En el supuesto de que un equipo no compareciese
a la celebración de dos encuentros en el curso de la misma
prueba o competición, se le impondrá la descalificación en
dicha competición, no pudiendo participar en igual tipo de
competición en la temporada siguiente. Si fuese en liga anda-
luza, el equipo descenderá automáticamente de categoría.

d) Si la competición fuera por el sistema de eliminatorias
se le considerará eliminado. Si dicha incomparecencia se pro-
dujera en el encuentro final, perderá el derecho de participar
en igual competición en la temporada siguiente.

e) Cuando la incomparecencia se produjese antes de fina-
lizar la primera vuelta, en las competiciones a doble vuelta,
se anularán todos los puntos conseguidos por los oponentes
del descalificado frente a él. Cuando se produzca en la segunda
vuelta, se tendrán por válidos los encuentros y puntos con-
seguidos frente al descalificado en la primera vuelta, anu-
lándose los de la segunda.

f) Igual medida se aplicará en las competiciones a única
vuelta, según la descalificación obedezca a incomparecencia
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segunda cometida en la primera o segunda mitad de la prueba
que se juegue por el sistema de liga.

g) Cuando la incomparecencia, cualquiera que sea la cau-
sa, se produzca por el equipo que juega en local propio, que-
dará obligado a indemnizar al equipo contrario que hubiese
comparecido con el importe de los gastos de desplazamiento
en medio oficial de transporte y con los gastos de alojamiento
y estancia, a razón de la cantidad que resulta de las facturas
correspondientes del gasto y hasta un máximo de 1.471,73
euros.

Cuando el incomparecido sea el visitante, en una incom-
parecencia injustificada, éste deberá indemnizar al equipo local
en el importe de los gastos que hubiera realizado para la cele-
bración del encuentro, los cuales deberán ser acreditados docu-
mentalmente. Si no pudiesen acreditarse, la cuantía se fijará
entre 294,35 y 883,04 euros.

La doble incomparecencia cuando se produzca en un solo
desplazamiento, no se tendrá en cuenta a efectos de la exclu-
sión de la prueba, más que como una sola incomparecencia.

h) No se entenderá doble incomparecencia la producida
en un único desplazamiento, a efectos únicamente de des-
calificación.

2. La retirada de un equipo de club del terreno de juego,
una vez comenzado el encuentro y de forma injustificada, impi-
diendo que el mismo se juegue por entero, determinará que
se le apliquen las sanciones previstas en el anterior apartado 1.

3. Cuando en el recinto de juego se produjeran com-
portamientos, actitudes y gestos agresivos y antideportivos por
parte del público antes, durante o después de la prueba o
competición, contra el equipo visitante o local, contra el árbitro,
técnicos o directivos y los mismos revistieran especial trans-
cendencia, el club local podrá ser sancionado con la clausura
de su terreno de juego por más de tres partidos de competición
oficial. En caso de reincidencia o por la especial gravedad
de los hechos podrá ser sancionado con la clausura del mismo
de dos meses a una temporada.

4. El club que alinee a un jugador indebidamente, ya
sea por no estar en posesión de la correspondiente licencia
que le habilite para alinearse en la categoría o división o prueba
o competición correspondiente y sin autorización provisional
justificativa de que dicha licencia esté en tramitación o porque
el jugador hubiese sido inhabilitado temporalmente o a per-
petuidad por sanción ejecutiva o suspendido por medidas cau-
telares, será sancionado de acuerdo con lo previsto en el apar-
tado 1 de este artículo.

5. La modificación fraudulenta del resultado de pruebas
o competiciones incluidas las conductas previas a la cele-
bración de las mismas que se dirijan o persigan influir en
el resultado mediante acuerdo, intimidación, precio o cualquier
otro medio serán sancionados con multas de entre 2.943,47
a 29.434,63 euros.

6. Los clubes que permitan el uso o administración de
sustancias y el empleo de métodos destinados a aumentar
artificialmente la capacidad física de sus deportistas, así como
que obstaculicen la realización de los controles reglamenta-
riamente establecidos sobre sus deportistas o que inciten, tole-
ren o promuevan la utilización de dichas sustancias serán
sancionados con multa de 2.943,47 a 29.437,63 euros. En
caso de reincidencia serán sancionados con la multa antes
señalada y la expulsión definitiva de la competición.

7. Los quebrantamientos de sanciones graves o muy gra-
ves serán sancionados con el descenso a la categoría o división
inferior. Si el club o equipo estuviesen en la última categoría,
entonces no podrá participar en la competición durante la
temporada siguiente.

8. La manipulación o alteración del material o equipa-
miento deportivo en contra de las reglas técnicas del tenis
de mesa que puedan alterar el resultado de la prueba o pongan
en peligro la integridad de las personas, será sancionada con
la pérdida del encuentro, así como la pérdida de tres puntos
más en la clasificación.

9. El incumplimiento de las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva será sancionado con multa de
2.943,47 a 29.434,63 euros. En caso de reincidencia será
expulsado definitivamente de la competición.

10. La tercera infracción grave cometida en un período
de dos años, siempre que las dos anteriores sean firmes será
sancionada con el descenso de la categoría. Si estuviese en
la inferior no podrá participar en la competición en la tem-
porada siguiente.

11. Los actos notorios y públicos que atenten a la dignidad
y decoro deportivo cuando revistan una especial gravedad
serán sancionados con multa de 2.943,47 a 11.773,85 euros.

Artículo 125. Sanciones por Infracciones Comunes y Espe-
cíficas de los Directivos.

Las infracciones muy graves cometidas por el Presidente
y demás miembros directivos pertenecientes a la Federación
Andaluza de Tenis de Mesa serán sancionadas de la siguiente
manera:

1. Las tipificadas en las letras a), b), e), f), h), i), j),
y k) del artículo 119 de los presentes estatutos serán san-
cionadas con inhabilitación entre 1 y 4 años para ocupar cargos
en la Federación Andaluza de Tenis de Mesa, destitución del
cargo o multa de 2.943,47 a 29.434,63 euros dependiendo
de las circunstancias concurrentes en la infracción.

En caso de reincidencia en la comisión de faltas comunes
muy graves podrá ser sancionado con la inhabilitación a per-
petuidad para ocupar cargos en la Federación Andaluza de
Tenis de Mesa.

2. La conducta tipificada en la letra d) del artículo 119
de los presentes estatutos será sancionada con inhabilitación
de 1 a 4 años, la destitución del cargo o multa de 2.943,47
a 29.434,63 euros y la prohibición de acceso a recintos depor-
tivos de entre 1 a 4 años. En caso de reincidencia será inha-
bilitado a perpetuidad para ocupar cargos en la Federación
Andaluza de Tenis de Mesa.

3. Las conductas tipificadas en las letras a) y b) del artícu-
lo 120 de los presentes estatutos serán sancionadas con inha-
bilitación de 1 a 3 años.

4. Las conductas tipificadas en las letras c) y d) del artícu-
lo 120 de los presentes estatutos serán sancionadas con la
inhabilitación de 2 a 4 años y multa de 2.943,47 a 11.773,85
euros.

5. Las conductas tipificadas en las letras e) y f) del artícu-
lo 120 de los presentes estatutos será sancionada con inha-
bilitación de 1 a 2 años, o la destitución del cargo y multa
de 2.943,47 a 11.773,85 euros.

La reiteración en las conductas señaladas en el artícu-
lo 120 de los presentes estatutos o por la especial trascen-
dencia social o deportiva de las mismas podrá dar lugar a
la inhabilitación a perpetuidad para ocupar cargos en las FATM
a los directivos que las cometan.

Artículo 126. Sanciones por Infracciones Comunes Graves.
A) De los Jugadores.
1. Las conductas tipificadas en las letras a), d) y f) del

artículo 121 de los presentes estatutos serán sancionados con
suspensión de la licencia federativa de un mes a dos años
o multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

2. Las conductas tipificadas en las letras b) y e) del artícu-
lo 121 de los presentes estatutos serán sancionadas con sus-
pensión de licencia federativa de un mes a dos años, o de
cuatro o más encuentros en una misma temporada.

3. La conducta tipificada en la letra c) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con suspensión
de la licencia federativa por un período de un mes a un año
o la amonestación pública y multa de 588,69 a 2.943,46
euros.

4. La conducta tipificada en la letra g) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con la suspensión
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de la licencia federativa por un período de un mes a dos
años, la descalificación de la prueba y multa de 588,69 a
2.943,46 euros.

B) De los Entrenadores, Capitanes, Delegados de Equipos,
Delegados de Campo y Auxiliares.

1. Las conductas tipificadas en las letras a), d) y f) del
artículo 121 de los presentes estatutos será sancionada con
suspensión de la licencia federativa por un período de un
mes a dos años o multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

2. Las conductas tipificadas en las letras b) y e) del artículo
121 de los presentes estatutos será sancionada con suspensión
de licencia federativa de un mes a dos años, o de cuatro
o más encuentros en una misma temporada.

3. La conducta tipificada en la letra c) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con suspensión
de la licencia federativa por un período de un mes a un año
o amonestación pública y multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

4. La conducta tipificada en la letra g) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con la suspensión
de la licencia federativa por un período de un mes a dos
años, la descalificación de la prueba y multa de 588,69 a
2.943,46 euros.

C) De los Socios.
1. Las conductas tipificadas en las letras a), d) y f) del

artículo 121 de los presentes estatutos serán sancionadas con
la suspensión de los derechos del socio por un período máximo
de dos años, multa de 588,69 a 2.943,46 euros y prohibición
de acceso al recinto deportivo por plazo inferior al año.

2. Las conductas tipificadas en las letras b) y E9 del
artículo 121 de los presentes estatutos serán sancionadas con
la suspensión de los derechos de socio por un período máximo
de dos años o multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

3. La conducta tipificada en la letra c) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con la suspensión
de los derechos de socio de hasta un año y amonestación
pública.

4. La conducta tipificada en la letra g) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con la suspensión
de los derechos de socio por un período máximo de 2 años,
prohibición de acceso al recinto deportivo por plazo inferior
al año y multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

D) De los Jueces y árbitros.
1. Las conductas tipificadas en las letra a), d) y f) del

artículo 121 de los presentes estatutos será sancionada con
suspensión de la licencia federativa por un período de un
mes a dos años o multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

2. Las conductas tipificadas en las letras b) y e) del artícu-
lo 121 de los presentes estatutos será sancionada con sus-
pensión de la licencia federativa por un período de un mes
a dos años, o de cuatro o más encuentros en una misma
temporada.

3. La conducta tipificada en la letra c) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con suspensión
de la licencia federativa por un período de un mes a un año
o amonestación pública y multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

4. La conducta tipificada en la letra g) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con suspensión
de la licencia federativa por un período de un mes a dos
años y multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

E) De los Clubes.
1. Las conductas tipificadas en las letras a), d) y f) del

artículo 121 de los presentes estatutos será sancionada con
la clausura de las instalaciones deportivas hasta tres partidos
o hasta dos meses dentro de la misma temporada y multa
de 588,69 a 2.943,46 euros o suspensión de la licencia
federativa de un mes a dos años.

2. Las conductas tipificadas en las letras b) y e) del artícu-
lo 121 de los presentes estatutos será sancionada con la expul-

sión de la competición por un período máximo de 3 meses
y multa de 588,69 a 2.943,46 euros o suspensión de la
licencia federativa de un mes a dos años.

3. La conducta tipificada en la letra c) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con amonestación
pública y multa de 588,69 a 2.943,46 euros.

4. La conducta tipificada en la letra g) del artículo 121
de los presentes estatutos será sancionada con la suspensión
de licencia federativa de un mes a dos años o la pérdida
del encuentro, amonestación pública y multa de 588,69 a
2.943,46 euros.

Artículo 127. Sanciones por Infracciones Comunes y Espe-
cíficas Graves de los Directivos.

1. Los comportamientos que supongan un grave menos-
cabo de la autoridad deportiva, el incumplimiento reiterado
de órdenes, resoluciones o requerimientos emanados de los
órganos deportivos competentes, los actos notorios y públicos
que atenten a la dignidad y decoro deportivo y la no con-
vocatoria en los plazos o condiciones legales de los órganos
colegiados federativos serán sancionados con inhabilitación
por período superior a un mes e inferior a un año y multa
de 588,69 a 2.943,46 euros, pudiéndosele prohibir asimis-
mo, dependiendo del tipo de infracción, la prohibición de acce-
so a recintos deportivos por plazo inferior a un año.

2. Los quebrantamientos de sanciones leves y la tercera
infracción leve cometida en un período de dos años, siempre
que las dos anteriores sean firmes, seran sancionadas con
la inhabilitación superior a un mes e inferior a un año para
ocupar cargos en la FATM.

3. El ejercicio de actividades públicas o privadas incom-
patibles con la actividad o función deportiva desempeñada
de conformidad con lo dispuesto en estos estatutos y regla-
mentos será sancionada con inhabilitación superior a un mes
e inferior a un año o amonestación pública y multa de 588,69
a 2.943,46 euros.

4. La manipulación o alteración, ya sea personalmente
o a través de terceras personas, del material o equipamiento
deportivo en contra de las reglas técnicas del tenis de mesa
será sancionada con la inhabilitación superior a un mes e
inferior a un año, multa de 588,69 a 2.943,46 euros y en
su caso prohibición de acceso al recinto deportivo por plazo
inferior a un año.

5. El incumplimiento de las reglas de administración y
gestión del presupuesto en las condiciones señaladas en la
letra b) del artículo 122 de los presentes estatutos será san-
cionada con inhabilitación superior a un mes e inferior a un
año para ocupar cargos en la FATM o multa de 588,69 a
2.943,46 euros y amonestación pública.

Artículo 128. Sanciones por Infracciones Leves.
1. Los deportistas que cometan los hechos tipificados

en las letras a), b) y d) del artículo 123 de los presentes
estatutos serán sancionados con la suspensión de la licencia
federativa de 1 a 3 encuentros o con apercibimiento y multa
de 58,87 a 294,35 euros.

En caso de comisión de la conducta tipificada en la letra c)
del mencionado artículo 123 de los presentes estatutos será
sancionado con apercibimiento y multa de 58,87 a 588,69
euros.

2. Los entrenadores y técnicos que cometan los hechos
tipificados en las letras a), b) y d) del artículo 123 de los
presentes estatutos serán sancionados con la suspensión de
la licencia federativa de 1 a 3 encuentros o apercibimiento
y multa de 58,87 a 294,35 euros.

En caso de comisión de la conducta tipificada en la letra c)
del mencionado artículo 123 de los presentes estatutos serán
sancionados con apercibimiento y multa de 58,87 a 588,69
euros.

3. Los jueces o árbitros que cometan los hechos tipificados
en las letras a), b) y d) del artículo 123 de los presentes
estatutos serán sancionados con la suspensión de la licencia
federativa de 1 a 3 encuentros o apercibimiento y multa de
58,87 a 294,35 euros.
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En caso de comisión de la conducta tipificada en la letra c)
del mencionado artículo 123 de los presentes estatutos serán
sancionados con apercibimiento y multa de 58,87 a 588,69
euros.

4. Los clubes que cometan los hechos tipificados en las
letras a), b) y d) del artículo 123 de los presentes estatutos
serán sancionados con la suspensión de la licencia federativa
por plazo inferior a un mes o apercibimiento y multa de 58,87
a 294,35 euros.

En caso de comisión de la conducta tipificada en la letra c)
del mencionado artículo 123 de los presentes estatutos serán
sancionados con apercibimiento y multa de 58,87 a 588,69
euros.

5. El Presidente y demás miembros directivos de la FATM
que cometan los hechos tipificados en las letras a), b) y d)
del artículo 123 de los presentes estatutos serán sancionados
a la inhabilitación de hasta un mes para ocupar cargos en
la organización deportiva andaluza o a apercibimiento y multa
de 58,87 a 294,35 euros.

En caso de comisión de la conducta tipificada en la letra c)
del mencionado artículo 123 de los presentes estatutos serán
sancionados con apercibimiento y multa de 58,87 a 588,69
euros.

Sección 3.ª

Artículo 129. De la alteración de resultados.
Con independencia de las sanciones que pudieran corres-

ponder, los órganos disciplinarios tendrán la facultad de alterar
el resultado de encuentros, pruebas o competiciones por causa
de predeterminación mediante precio, intimidación o cualquier
otro medio, del resultado de la prueba o competición; en
supuestos de alineación indebida y, en general, en todos aque-
llos en que la infracción suponga una grave alteración del
orden del encuentro, prueba o competición.

Sección 4.ª

Artículo 130. De la ejecución de las sanciones.
Las sanciones impuestas a través del correspondiente pro-

cedimiento disciplinario y relativas a las reglas de juego y
competición serán inmediatamente ejecutivas, sin que la mera
interposición de recursos o reclamaciones que correspondan
contra las mismas suspendan su ejecución.

Los órganos disciplinarios que tramiten los recursos o
reclamaciones podrán, de oficio o a instancia del recurrente,
suspender razonadamente la ejecución de la sanción impuesta,
valorando especialmente los intereses públicos y privados con-
currentes, así como las consecuencias que para los mismos
puede suponer la eficacia inmediata o el aplazamiento de la
ejecución.

Artículo 131. Reglas para la imposición de sanciones
pecuniarias.

a) Unicamente podrán imponerse sanciones personales
consistentes en multa en los casos en que los directivos, depor-
tistas, técnicos, jueces o árbitros perciban retribuciones por
su labor.

b) El impago de las sanciones pecuniarias tendrá la con-
sideración de quebrantamiento de sanción.

c) En todo caso se tendrá en cuenta, para la imposición
de las multas, el nivel de retribución del infractor.

Artículo 132. Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones previstas en los presentes estatutos

prescribirán:

a) En el plazo de dos años las muy graves.
b) En el plazo de un año las graves.
c) En el plazo de seis meses las leves.

2. El cómputo de los plazos de prescripción de las infrac-
ciones se iniciará el mismo día de la comisión de la infracción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento
del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose
el plazo de prescripción si el mismo estuviera paralizado duran-
te más de un mes por causa no imputable al presunto infractor.

Artículo 133. Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones prescribirán:

a) En el plazo de dos años cuando correspondan a infrac-
ciones muy graves.

b) En el plazo de un año cuando correspondan a infrac-
ciones graves.

c) En el plazo de seis meses cuando correspondan a infrac-
ciones leves.

2. El cómputo de los plazos de prescripción de las san-
ciones se iniciará el día siguiente a aquél en que adquiera
firmeza en vía administrativa la resolución sancionadora.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento
del interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a
transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de
un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 134. Compatibilidad y concurrencia de respon-
sabilidades administrativas y disciplinarias.

1. La imposición de sanciones derivadas de la potestad
sancionadora de la Administración no impedirá, en su caso,
y atendiendo a su distinto fundamento, la depuración de res-
ponsabilidades de índole disciplinaria a través de los proce-
dimientos regulados en los presentes estatutos.

2. En el supuesto de que un mismo hecho pudiera dar
lugar, además de a responsabilidades disciplinarias deportivas,
a responsabilidades administrativas de las contempladas en
el Título I del Decreto 236/1999, o en cualquier otra norma,
se comunicará a la autoridad competente los antecedentes
de que se dispusieran, con independencia de la continuidad
de la tramitación del procedimiento disciplinario.

3. Cuando los órganos disciplinarios deportivos tuvieran
conocimiento de hechos que pudieran dar lugar, exclusiva-
mente, a responsabilidad administrativa, darán traslado sin
más de los antecedentes de que dispusieran a la autoridad
competente.

Artículo 135. Concurrencia de responsabilidades disci-
plinarias con penales.

1. Cuando en la tramitación de un expediente sancionador
los órganos disciplinarios competentes tengan conocimiento
de conductas que puedan ser constitutivas de ilícito penal,
comunicarán este hecho al Ministerio Fiscal.

2. En tal caso y, asimismo, cuando por cualquier medio
tengan conocimiento de que se está siguiendo un proceso
penal por los mismos hechos que son objeto de expediente
disciplinario, el órgano competente para su tramitación acor-
dará la suspensión motivada del procedimiento o su conti-
nuación hasta su resolución e imposición de sanciones, si
procediera.

3. En el caso de que se acordara la suspensión del pro-
cedimiento, podrán adoptarse medidas provisionales mediante
providencia notificada a todas las partes interesadas.

CAPITULO VI

Los Procedimientos Disciplinarios

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 136. Tipicidad.
Unicamente podrán imponerse sanciones por conductas

que con carácter previo a su realización hubiesen sido cali-
ficadas como infracciones disciplinarias en virtud de expediente
instruido al efecto con arreglo a los procedimientos establecidos
en este Capítulo.
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Artículo 137. Registro de Sanciones.
La Secretaría General de la FATM llevará un adecuado

sistema de registro de sanciones impuestas, a los efectos,
entre otros, de la posible apreciación de las circunstancias
modificativas de la responsabilidad y del computo de los plazos
de prescripción de las sanciones. El registro será llevado de
acuerdo con las instrucciones que reciba del Comité de Dis-
ciplina Deportiva o Comité de Competición, el cual se ocupará
igualmente de su supervisión y control.

Artículo 138. Condiciones de los procedimientos.
Son condiciones generales y mínimas de los procedimien-

tos disciplinarios:

a) Los jueces y árbitros ejercen la potestad disciplinaria
durante el desarrollo de los encuentros o pruebas de forma
inmediata. Los afectados por las decisiones de los árbitros
y jueces, en el ejercicio de su potestad disciplinaria, podrán
reclamar al Comité de Disciplina Deportiva o Comité de Com-
petición de acuerdo con lo regulado en el procedimiento urgen-
te. Será indispensable consignar en el acta del encuentro o
partido individual o de dobles que se va a reclamar.

b) En el seno del procedimiento urgente se incluirá un
trámite adecuado para el cumplimiento de audiencia al inte-
resado. En cualquier caso, el presunto infractor tendrá derecho
a conocer, antes de que caduque dicho trámite, la acusación
contra él formulada, a efectuar las oportunas alegaciones y
a la proposición de pruebas.

c) Las actas suscritas por los jueces o árbitros del encuen-
tro, prueba o competición, constituirán medio documental
necesario en el conjunto de la prueba de infracciones a las
reglas de juego o competición gozando de presunción de vera-
cidad. Igual naturaleza tendrán las ampliaciones o aclaraciones
a las mismas suscritas por los jueces o árbitros, bien de oficio,
bien a solicitud de parte o de los órganos disciplinarios.

Ello no obstante, los hechos relevantes para el proce-
dimiento y su resolución podrán acreditarse por cualquier
medio de prueba, pudiendo los interesados proponer direc-
tamente cuantas sean de interés para la correcta resolución
del expediente.

d) Cualquier persona o entidad cuyos derechos o intereses
legítimos puedan verse afectados por la sustanciación de un
procedimiento disciplinario podrá personarse en el mismo,
teniendo, desde entonces y a los efectos de notificación y
de proposición y práctica de prueba, la consideración de
interesado.

Sección 2.ª El Procedimiento Urgente

Artículo 139. El procedimiento urgente se aplicará para
la imposición de sanciones por infracción de las reglas del
juego o competición.

Artículo 140. El Comité de Disciplina Deportiva o Comité
de Competición resolverá con carácter general sobre las inci-
dencias, anomalías e informes que se reflejen en el acta arbitral
y en los informes complementarios que emitan los jueces o
árbitros, delegados federativos o informadores designados por
el propio Comité.

Artículo 141. Se admitirán y resolverán las reclamaciones,
alegaciones e informes que se formulen por escrito dentro
de las 72 horas siguientes a la finalización del partido o encuen-
tro. Las formulaciones se harán directamente al Comité de
Disciplina Deportiva o Comité de Competición de la FATM.

Artículo 142. Pasados dichos plazos, el Comité de Dis-
ciplina Deportiva no estará obligado a admitir más alegaciones
que las que requiera expresamente.

Artículo 143. No se aceptará, ni se entrará en el fondo
de ninguna reclamación, alegación o informe, respecto de un
partido o encuentro, si carece de alguno de los requisitos regu-
lados en esta sección.

Artículo 144. El órgano disciplinario, para tomar sus deci-
siones, tendrá en cuenta los informes, alegaciones y recla-
maciones presentadas y aceptadas, según lo dispuesto en el
artículo anterior, pudiendo también tomar en cuenta otros infor-
mes que estime oportunos.

Artículo 145. Los elementos que tomará en consideración
el órgano disciplinario para resolver serán:

a) El Acta del partido o encuentro como documento nece-
sario e ineludible.

b) El informe arbitral adicional, si lo hubiere.
c) El informe del delegado federativo, si lo hubiere.
d) El informe de los observadores designados por el Comi-

té, si los hubiese.
e) Las alegaciones de los interesados.
f) Las pruebas solicitadas y practicadas, bien a instancia

de parte o de oficio por el propio Comité.
g) Cualquier otro testimonio cuyo valor probatorio se apre-

ciará discrecionalmente.

Artículo 146. Se considerará evacuado el trámite de
audiencia al interesado por la entrega del Acta del partido
o encuentro al mismo. En el plazo de las 72 horas a que
se refiere el artículo 141 de estos estatutos el interesado podrá
formular las alegaciones que tenga por convenientes y solicitar
las pruebas que estime convenientes.

Artículo 147. Si existiese informe adicional al acta emitido
por los árbitros o jueces, o informe del delegado gubernativo,
de informadores designados por el órgano disciplinario, o por
cualquier otro que no pudiese ser conocido por el presunto
infractor, antes de adoptar el fallo, se deberá dar traslado de
dichos informes a los presuntos infractores en el plazo de
cinco días hábiles desde su recepción por el órgano disci-
plinario, para que los mismos aleguen lo que a su derecho
convenga dentro del plazo de cinco días hábiles.

Artículo 148. En las notificaciones constará el texto íntegro
de la resolución, la expresión de las reclamaciones o recursos
que procedan, órgano ante el que haya de presentarse y plazo
para su interposición. Las resoluciones serán comunicadas
por escrito a las partes afectadas por las mismas.

Sección 3.ª El Procedimiento General

Artículo 149. Principios informadores.
El procedimiento general a que se refiere esta sección

se regulará por lo dispuesto en esta sección y lo dispuesto
sobre el mismo en el Decreto 236/1999, del Régimen San-
cionador y Disciplinario Deportivo, así como los principios y
regla de la legislación general que sean aplicables al mismo.

Artículo 150. Iniciación del procedimiento.
El procedimiento se iniciará por Providencia del órgano

competente de oficio, a solicitud del interesado o a reque-
rimiento del órgano competente de la Consejería de Turismo
y Deportes. La incoación de oficio se podrá producir por ini-
ciativa del propio Comité de Disciplina Deportiva o en virtud
de denuncia motivada.

Antes de la incoación del procedimiento, el órgano com-
petente para iniciar el mismo podrá acordar la instrucción
de información previa, para decidir sobre la incoación o el
archivo de las actuaciones.

Artículo 151. Contenido del acto de iniciación.
La iniciación de los procedimientos discipar el resultado
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a) La identificación de la persona o personas presunta-
mente responsables.

b) Los hechos sucintamente expuestos que motivan la
incoación, su posible calificación jurídica y las sanciones que
pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la
instrucción.

c) Instructor, que preferentemente será licenciado en dere-
cho. Asimismo, y dependiendo de la posible complejidad del
expediente, podrá nombrarse un Secretario que asista al
Instructor.

d) Organo competente para la resolución del expediente
y norma que atribuya tal competencia.

Artículo 152. Abstención y recusación.
1. Al Instructor, al Secretario y a los miembros de los

órganos disciplinarios competentes para la resolución de los
procedimientos disciplinarios les son de aplicación las causas
de abstención y recusación previstas en la legislación general
sobre procedimiento administrativo común. En todo caso,
cuando el nombramiento de Instructor y, en su caso, de Secre-
tario, previsto en el artículo anterior, recaiga sobre un miembro
del órgano competente para resolver, deberán abstenerse de
participar en las deliberaciones y resolución de dicho órgano
que versen sobre el expediente que hubieren tramitado.

2. El derecho de recusación podrá ejercerse por los inte-
resados en el plazo de tres días hábiles, a contar desde el
siguiente al de la notificación de la providencia de incoación,
ante el mismo órgano que la dictó, quien deberá resolver en
el término de tres días, previa audiencia del recusado.

No obstante lo anterior, el órgano que dictó la Providencia
de incoación podrá acordar la sustitución inmediata del recu-
sado si éste manifiesta que se da en él la causa de recusación.

3. Contra las resoluciones adoptadas no cabrán recursos,
sin perjuicio de la posibilidad de alegar la recusación al inter-
poner los recursos administrativos o jurisdiccional, según pro-
ceda, contra el acto que ponga fin al procedimiento.

Artículo 153. Impulso de oficio.
El Instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias

sean adecuadas para la determinación y comprobación de
los hechos, así como para la fijación de las infracciones sus-
ceptibles de sanción.

Artículo 154. Prueba.
1. Los hechos relevantes para el procedimiento podrán

acreditarse por cualquier medio de prueba, una vez que el
Instructor decida la apertura de la fase probatoria, la cual tendrá
una duración no superior a quince días hábiles ni inferior
a cinco, comunicando a los interesados con suficiente ante-
lación el lugar y momento de la práctica de la prueba.

2. Los interesados podrán proponer, en cualquier momen-
to anterior al inicio de la fase probatoria, la práctica de cualquier
prueba o aportar directamente las que resulten de interés para
la adecuada y correcta resolución del expediente.

Contra la denegación expresa o tácita de la prueba pro-
puesta por los interesados, éstos podrán plantear recurso en
el plazo de tres días hábiles a contar desde la denegación
o desde que acabó el plazo para practicarla, ante el órgano
competente para resolver el expediente, quien deberá pronun-
ciarse en el término de otros tres días.

Artículo 155. Acumulación de expedientes.
Los órganos disciplinarios federativos podrán, de oficio

o a solicitud de cualquier interesado, acordar la acumulación
de expedientes cuando se produzcan las circunstancias de
identidad o analogía razonable y suficiente, de carácter sub-
jetivo u objetivo, que hicieran aconsejable la tramitación y
resolución conjunta.

La Providencia de acumulación será comunicada a los
interesados en el procedimiento.

Artículo 156. Pliego de cargos y propuesta de resolución.
1. A la vista de las actuaciones practicadas, y en un

plazo no superior a un mes contado a partir de la iniciación
del procedimiento, el Instructor propondrá el sobreseimiento
o formulará el correspondiente pliego de cargos comprendiendo
en el mismo los hechos imputados, las circunstancias con-
currentes, el resultado de las pruebas practicadas y las supues-
tas infracciones, así como las sanciones que pudieran ser de
aplicación. El Instructor podrá, por causas justificadas, solicitar
la ampliación del plazo referido al órgano competente para
resolver.

2. El pliego de cargos será comunicado al interesado para
que en el plazo de diez días hábiles efectúe las alegaciones
y presente los documentos y justificaciones que considere con-
venientes en defensa de sus derechos o intereses.

3. Transcurrido el plazo de alegaciones y a la vista de
las mismas, el Instructor formulará propuesta de Resolución
dando traslado de la misma al interesado, quien dispondrá
de cinco días para formular alegaciones a dicha propuesta
de resolución.

En la propuesta de resolución que, junto al expediente,
el Instructor elevará al órgano competente para resolver, deberá
proponer el mantenimiento o levantamiento de las medidas
provisionales que, en su caso, se hubieran adoptado.

Artículo 157. Resolución.
La resolución del órgano competente pone fin al expe-

diente disciplinario y habrá de dictarse en el plazo de diez
días hábiles, a contar desde el siguiente al de la elevación
de la propuesta de resolución.

Sección 4.ª Disposiciones Comunes a los Procedimientos
Urgente y General

Artículo 158. Medidas provisionales.
1. Durante la tramitación de los procedimientos disci-

plinarios y por acuerdo motivado, se podrán adoptar medidas
provisionales con la finalidad de asegurar la eficacia de la
resolución final, de evitar el mantenimiento de los efectos de
la infracción o cuando existan razones de interés deportivo.

2. Resultará competente para la adopción de las medidas
provisionales el órgano que tenga la competencia para la incoa-
ción del procedimiento, el Instructor, en su caso, o el que
resulte competente para la resolución del procedimiento, según
la fase en que se encuentre el mismo.

3. Contra el acuerdo de adopción de medidas provisio-
nales podrá interponerse el recurso procedente.

Artículo 159. Plazo, lugar y medio de las notificaciones.
1. Toda providencia o resolución que afecte a los inte-

resados en el procedimiento disciplinario deportivo regulado
en el presente Título será notificada a aquellos en el plazo
más breve posible, con el límite máximo de cinco días hábiles.

2. Las notificaciones se practicarán en el domicilio de
los interesados o en el que establezcan a efectos de noti-
ficaciones. También podrá practicarse en las entidades depor-
tivas a que éstos pertenezcan siempre que la afiliación a la
Federación correspondiente deba realizarse a través de un club
o entidad deportiva o conste que prestan sus servicios pro-
fesionales en los mismos o que pertenecen a su estructura
orgánica.

3. Las notificaciones podrán realizarse personalmente, por
correo certificado con acuse de recibo, por telegrama o por
cualquier medio que permita determinar su recepción, así
como la fecha, identidad y contenido del acto notificado.

Cabrá la notificación por fax o por correo electrónico, cuan-
do el interesado haya facilitado su número de fax o dirección
electrónica o, en caso de entidades deportivas, le conste al
órgano disciplinario, siempre que se respeten las garantías
del párrafo anterior.
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Artículo 160. Contenido de las notificaciones.
Las notificaciones deberán contener el texto íntegro de

la resolución, con la indicación si es o no definitiva en la
vía federativa o administrativa, según proceda, la expresión
de las reclamaciones o recursos que contra la misma puedan
interponerse, órgano ante el que hayan de presentarse y plazo
para su interposición.

Artículo 161. Eficacia excepcional de la comunicación
pública.

1. En el supuesto de que una determinada sanción, o
acumulación de las mismas, impuesta durante el desarrollo
de un partido o encuentro, conlleve automáticamente otra san-
ción accesoria o complementaria, bastará la comunicación
pública del órgano disciplinario competente para actuar en
primera instancia en esa prueba o competición, para que la
sanción sea ejecutiva, sin perjuicio de la obligación del órgano
de proceder a la notificación personal.

2. Lo anterior resultará de aplicación en todos los supues-
tos de sanciones impuestas por los árbitros o jueces en el
desarrollo de un partido o encuentro y que conlleve automá-
ticamente otra sanción accesoria o complementaria, de acuer-
do con las infracciones tipificadas en estos estatutos.

3. Contra las sanciones a las que se alude en los apartados
anteriores cabrán los recursos que se establecen en este régi-
men disciplinario. El plazo para la interposición de los mismos
se abrirá desde el momento de la publicación de la imposición
de la sanción accesoria o complementaria, o de la principal,
en su caso, y se prolongará hasta que concluya el previsto
en este régimen disciplinario, contando a partir de la noti-
ficación personal al interesado.

Artículo 162. Motivación de providencias y resoluciones.
Las resoluciones y, en su caso, las providencias, deberán

ser motivadas con, al menos, sucinta referencia a las razones
para su adopción y a los fundamentos de derecho en que
se basan.

Artículo 163. Plazos de los recursos y órganos ante los
que interponerlos.

1. Contra las resoluciones dictadas por los órganos dis-
ciplinarios federativos que agoten la vía federativa cabrá recurso
ante el Comité Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo
de diez días hábiles desde su notificación.

Se consideran que agotan la vía federativa las resoluciones
dictadas por los órganos disciplinarios deportivos de única
instancia.

2. Si el acto recurrido no fuera expreso, el plazo para
formular recurso será de quince días hábiles.

Artículo 164. Interesados.
En los procedimientos disciplinarios se considerarán úni-

camente como interesados a las personas o entidades sobre
los que, en su caso, pudiera recaer la sanción y a las que
tengan derechos que pudieran resultar directamente afectados
por la decisión que se adopte.

Artículo 165. Ampliación de plazos.
Si concurriesen circunstancias excepcionales en el curso

de la instrucción de un expediente disciplinario, los órganos
competentes para resolver podrán acordar la ampliación de
los plazos de conformidad con lo establecido en la legislación
general.

Artículo 166. Obligación de resolver y cómputo de plazos
de recursos o reclamaciones.

1. El procedimiento urgente será resuelto y notificado en
el plazo de un mes y el general en el de tres meses, trans-
curridos los cuales se producirá la caducidad del procedimiento
y se ordenará el archivo de las actuaciones.

2. El plazo para formular recursos o reclamaciones se
contará a partir del día siguiente hábil al de la notificación

de la resolución o providencia, si éstas fueran expresas. Si
no lo fueran, el plazo será de quince días hábiles, a contar
desde el siguiente al que deban entenderse desestimadas las
peticiones, reclamaciones o recursos, conforme a lo dispuesto
en este régimen disciplinario.

Artículo 167. Contenido de las resoluciones que decidan
sobre recursos.

1. La resolución de un recurso confirmará, revocará o
modificará la decisión recurrida, no pudiendo, en caso de modi-
ficación, derivarse perjuicio para el sancionado, cuando fuese
el único impugnante.

2. Si el órgano competente para resolver estimase la exis-
tencia de vicio formal, podrá ordenar la retroacción del pro-
cedimiento hasta el momento anterior al que se produjo la
irregularidad formal.

Artículo 168. Desestimación presunta de recursos.
1. La resolución expresa de los recursos deberá producirse

en un plazo no superior a treinta días.
2. En todo caso, y sin que ello suponga la exención del

deber de dictar resolución expresa, transcurridos treinta días
hábiles sin que se dicte y notifique la resolución del recurso
interpuesto, se entiende que éste ha sido desestimado, que-
dando expedita la vía procedente.

Disposiciones Finales

Primera. Quedan derogados los estatutos de la FATM has-
ta ahora vigentes.

Segunda. Sin perjuicio de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, los presentes estatutos surtirán
efectos frente a terceros una vez ratificados por el Director
General de Actividades y Promoción Deportiva e inscritos en
el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

RESOLUCION de 5 de mayo de 2003, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se dispone
la publicación del trámite de subsanación de defectos
de la documentación presentada por las Asociaciones
sin ánimo de lucro solicitantes de las subvenciones
convocadas al amparo de la Orden que se cita.

Vista la Orden de 17 de febrero de 2003, de la Consejería
de Turismo y Deporte, por la que se establecen las bases
reguladoras para la concesión de ayudas para el embelleci-
miento de zonas con el fin de favorecer la preservación de
elementos tradicionales de Andalucía (BOJA núm. 48, de 12
de marzo de 2003), convocando para el ejercicio 2003 las
ayudas indicadas, y en base a los siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. En el artículo 6 y Disposición Adicional Primera
de la citada Orden se establece el lugar y plazo para la pre-
sentación de solicitudes, así como la documentación a aportar
por las Asociaciones solicitantes, reservándose la Consejería
de Turismo y Deporte, en cualquier caso, el derecho de exigir
cuanta documentación estime necesaria en cada actuación
concreta.

Segundo. Examinadas las solicitudes presentadas por las
Asociaciones sin ánimo de lucro que se relacionan en el Anexo
a la presente, se comprueba que la documentación aportada
adolece de vicios que han de ser subsanados en el sentido
que exige la Orden de 17 de febrero de 2003.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
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cas y del Procedimiento Administrativo Común, regula el trá-
mite de subsanación y mejora de las solicitudes presentadas
por los interesados.

Segundo. El artículo 7 de la Orden de 17 de febrero de
2003 establece, en concordancia con lo dispuesto en el artículo
11.4 del Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, que si
la solicitud no reuniese los requisitos exigidos o no se acom-
pañase la documentación completa o correcta, se requerirá
al solicitante para que subsane los defectos o aporte los docu-
mentos en el plazo de diez días, indicándole que si así no
lo hiciera se le tendrá por desistido de su solicitud, previa
resolución.

Tercero. Según dispone la Disposición Adicional Primera
de la Orden de 17 de febrero de 2003, de conformidad con
lo establecido en el artículo 9.2.e) del Decreto 254/2001,
de 20 de noviembre, las notificaciones serán realizadas
mediante publicación en los tablones de anuncios de las res-
pectivas Delegaciones Provinciales de Turismo y Deporte y
en el de la Consejería de Turismo y Deporte, publicándose,
simultáneamente, un extracto del contenido de la Resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En virtud de lo expuesto,

R E S U E L V O

Primero. Requerir a cada una de las Asociaciones que
se relacionan en el Anexo, solicitantes de las ayudas con-
vocadas por la citada Orden de 17 de febrero de 2003, para
que en el plazo de diez dias hábiles, a contar desde el siguiente
al de la publicación de la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, procedan a la subsanación
de defectos o, en su caso, aporten la documentación necesaria,
según se contempla en el artículo 7 de la Orden indicada,
con la indicación de que si así no lo hiciera se le tendrá
por desistido de su solicitud, previa resolución, dictada en
los términos previstos en el artículo 42.1 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. E1 contenido íntegro de la documen-
tación requerida o defectos a subsanar se encontrará expuesto
en el tablón de anuncios de la Delegación Provincial de la
Consejería de Turismo y Deporte en Málaga, sita en Avenida
de la Aurora, 47, planta 9.ª -Edificio Administrativo de Servicios
Múltiples-, de Málaga.

Segundo. Ordenar la publicación del presente acto en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Málaga, 5 de mayo de 2003.- La Delegada, María José
Lanzat Pozo.

ANEXO QUE SE CITA

RELACION DE ASOCIACIONES SOLICITANTES DE LAS AYU-
DAS CONVOCADAS POR ORDEN DE 17 DE FEBRERO DE
2003 QUE DEBEN SUBSANAR DEFECTOS O APORTAR

DOCUMENTACION

Solicitante Expediente

Centro de Desarrollo Estratégico del Perchel 001
Panda de Verdiales de El Borge 002

Asociación de Comerciantes y Empresarios de
Vélez-Málaga 003

Asociación de Mujeres Agua Clara de Istán 004
Asociación Amigos de los Rondeles 005
Real Hermandad de la Virgen de la Cabeza 006
Asociación Minusválidos «Singilia Barba» de

Antequera 007

Solicitante Expediente
Centro de Iniciativas Turísticas Rincón de la
Victoria 008

Asociación Desarrollo Rural Nororma 009
Hermandad Sto. Cristo Coronado de Espinas
y Ntra. Sra. Gracia y Esperanza 010

Asociación de Mujeres de Casarabonela «Almena» 011
Patronato de Turismo de Alora «Valle del Sol» 012
Gonzalo Huesa Lope 013
Asociación Mujeres Totalán 014
Asociación de Mujeres Hins-Aute 015
Asociación de Mujeres de Alcaucín «Albahaca» 016
Asociación de Mujeres Los Cortijillos 017
Asociación de Mujeres «Alborada de la Sierra» 018
APYMER-Asociación PYME Comarcas Ronda
y Campillos 019

Asociación de Comerciantes y Empresarios del
Municipio del Rincón de la V. 020

Asociación de Empresarios y Comerciantes de
Torre del Mar 021

Asociación de Turismo Rural Sur del Torcal 022

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ACUERDO de 6 de mayo de 2003, del Consejo
de Gobierno, por el que se fija la cuantía de los precios
públicos de los bienes, servicios y actividades que pres-
ta el Instituto de Estadística de Andalucía.

El artículo 35 de la Ley 4/1989, de 12 de diciembre,
de Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía, some-
te al Instituto de Estadística de Andalucía al régimen de precios
públicos regulado en la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas
y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El Consejo de Gobierno, mediante Acuerdos de 10 de
enero de 1989 y de 20 de mayo de 1997, determinó los
bienes, servicios y actividades susceptibles de ser retribuidos
mediante precios públicos y autorizó al Instituto de Estadística
de Andalucía a su percepción.

Los artículos 145.3, 146.2 y 150.1 de la Ley 4/1988,
de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, disponen que corresponde al Consejo
de Gobierno fijar precios públicos inferiores al coste del servicio
o disponer su no exigencia cuando existan razones sociales,
benéficas o culturales que así lo aconsejen, lo que se efectúa
mediante el presente Acuerdo.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía
y Hacienda, el Consejo de Gobierno, en su reunión del día
6 de mayo de 2003, adoptó el siguiente,

A C U E R D O

Primero. La cuantía de los precios públicos, así como
los supuestos de reducción y no sujeción, correspondientes
a los bienes, servicios y actividades prestados por el Instituto
de Estadística de Andalucía, son los que se señalan en el
Anexo del presente Acuerdo.

Segundo. El presente Acuerdo surtirá efectos el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 6 de mayo de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda
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A N E X O

1. Publicaciones.
Los precios de venta de las publicaciones editadas por

el Instituto de Estadística de Andalucía, IVA incluido, serán
los siguientes:

1.1. Publicaciones editadas en soporte papel.

1.2. Publicaciones en soporte electrónico.
- Precio mínimo fijo: 3 euros, que incluye el coste del

soporte físico (disquete o CD-ROM).
- Precio por dato (se considera que un dato es una celda

numérica o alfanumérica de cada registro):

De 1 a 5.000 datos: 0,60 euros por cada 100 datos.
De 5.001 a 50.000 datos: 0,60 euros por cada 1.000

datos.
De 50.001 a 2.500.000 datos: 0,60 euros por cada

10.000 datos.
Más de 2.500.000 datos: 0,60 euros por cada 100.000

datos.

El precio final se obtendrá por la suma de los dos com-
ponentes: El precio mínimo fijo y el precio de los datos.

2. Servicio de información estadística y desarrollos meto-
dológicos a medida.

El precio será la suma de los dos factores siguientes:

- Coste de preparación: Se calcula por el número de horas
dedicadas a la elaboración de la explotación a medida por
el personal del Instituto de Estadística de Andalucía (precio/ho-
ra con el IVA incluido).

Asesor/a Técnico/a Proyectos: 38,42 euros por hora.
Operador/a: 22,76 euros por hora.
- Coste de la información: Se establece un precio mínimo

de 3 euros (IVA incluido), que incluye el soporte físico en

el que se suministra la información, y un precio por dato según
los tramos establecidos en el apartado 1.2.

3. Cursos de formación y seminarios.
El importe de la matrícula de los cursos, seminarios y

talleres de formación organizados por el Instituto de Estadística
de Andalucía se fija en función del número de horas lectivas
de los mismos, de acuerdo con la siguiente tarifa:

Por cada hora lectiva: 6,130323 euros.

4. Supuestos de no sujeción y de reducción.
4.1. No estarán sujetos al pago de los precios públicos

establecidos en el apartado 1 del presente Anexo, relativo a
la venta de publicaciones editadas por el Instituto de Estadística
de Andalucía en soporte papel así como en soporte electrónico,
los siguientes órganos, entidades, instituciones y dependencias
que conforman la distribución institucional del referido Ins-
tituto:

a) Dentro de la Junta de Andalucía, además de los órga-
nos, entidades y servicios que se establecen en el artícu-
lo 148.2, en relación con el artículo 3, de la Ley 4/1988,
de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, el Parlamento de Andalucía, el Defen-
sor del Pueblo Andaluz y la Cámara de Cuentas de Andalucía.

Tampoco estarán sujetos al pago de los referidos precios
públicos los miembros del Consejo Andaluz de Estadística.

b) Los Diputados andaluces del Congreso de los Diputados
y los senadores andaluces, así como las bibliotecas del Con-
greso de los Diputados y del Senado.

c) La Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

d) Las Corporaciones Locales de Andalucía.
e) Las oficinas estadísticas internacionales, de la Admi-

nistración del Estado y de las Comunidades Autónomas.
f) Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Nave-

gación de Andalucía y Colegios Profesionales de Andalucía.
g) Los rectores de las universidades andaluzas, así como

las bibliotecas de las facultades y escuelas universitarias.
h) Los partidos políticos.
i) Las organizaciones sindicales y empresariales.
j) Los medios de comunicación.

4.2. Cuando se trate de servicios de información esta-
dística y desarrollos metodológicos referidos en el apartado 2
del presente Anexo, no estarán sujetos al pago de los precios
públicos que se fijan en el mismo, el Parlamento de Andalucía,
el Defensor del Pueblo Andaluz, la Cámara de Cuentas de
Andalucía y los órganos, entidades y servicios que se esta-
blecen en el artículo 148.2, en relación con el artículo 3,
de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Los restantes órganos, entidades, instituciones, cargos y
dependencias referidos en el apartado 4.1 del presente Anexo,
tendrán una reducción del 50% del precio público en las peti-
ciones de información a medida.

Las peticiones realizadas por los informantes periódicos
(varias veces al año) del Instituto de Estadística de Andalucía
tendrán una reducción del 50% de los precios públicos por
servicio de información estadística y por desarrollos metodo-
lógicos a medida.

ACUERDO de 6 de mayo de 2003, del Consejo
de Gobierno, por el que se cede gratuitamente al Ayun-
tamiento de La Granada de Riotinto (Huelva), por un
plazo de cincuenta años, el uso de una parcela colin-
dante al p.k. núm. 32 de la carretera A-461, con des-
tino a Estación de Transferencia de Inertes.

El Ayuntamiento de La Granada de Riotinto ha solicitado,
con destino a Estación de Transferencia de Inertes, la cesión



BOJA núm. 98Sevilla, 26 de mayo 2003 Página núm. 11.237

de una parcela ubicada en su término municipal, colindante
al p.k. núm. 32 de la carretera A-461.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes ha prestado
su conformidad a lo solicitado con las condiciones reflejadas
en el presente Acuerdo.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía
y Hacienda, el Consejo de Gobierno, en reunión celebrada
el día 6 de mayo de 2003.

A C U E R D A

Primero. Ceder gratuitamente al Ayuntamiento de La Gra-
nada de Riotinto (Huelva), de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 57 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patri-
monio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y por el
artículo 12 de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes
de las Entidades Locales de Andalucía, el uso del siguiente
inmueble:

Parcela, con superficie de 700 m2, colindante al p.k.
núm. 32 de la carretera A-461, que consta en el Catastro
como la núm. 33-a del polígono núm. 6. Fue transferida a
la Comunidad Autónoma de Andalucía por Real Decreto
951/1984, de 28 de marzo, sobre traspaso de funciones y
servicios del Estado en materia de carreteras.

Segundo. Se otorga la presente cesión por un plazo de
cincuenta años, con destino a Estación de Transferencia de
Inertes.

Tercero. Si el bien cedido gratuitamente no fuera destinado
al uso previsto o dejara de destinarse posteriormente, se con-
siderará resuelta la cesión y revertirá a la Comunidad Autó-
noma, integrándose en su patrimonio con todas sus perte-
nencias y accesiones sin derecho a indemnización; teniendo
la Comunidad Autónoma, además, derecho a percibir del Ayun-
tamiento, previa tasación pericial, el valor de los detrimentos
o deterioros del mismo.

Cuarto. El Ayuntamiento se obliga a asumir los gastos
necesarios para el buen uso del bien cedido, así como los
de personal, el cual, una vez finalizado el plazo de cesión,
no pasará a depender de la Junta de Andalucía.

Quinto. El Ayuntamiento se subroga, durante el plazo de
vigencia de la cesión, en las obligaciones tributarias que la
Comunidad Autónoma tenga respecto al inmueble cedido.

Asimismo, queda obligado a mantenerlo durante dicho
plazo en perfecta conservación, siendo responsable de los
daños, detrimentos o deterioros causados.

Sexto. Queda expresamente prohibido el arrendamiento
y la cesión del bien.

Séptimo. Transcurrido el plazo de cesión, pasarán a pro-
piedad de la Comunidad Autónoma las pertenencias, acce-
siones y cuantas revalorizaciones se hubieran acometido por
el Ayuntamiento, sin derecho a compensación alguna.

Octavo. En cumplimiento de lo regulado por el artícu-
lo 14 de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, se tomará razón en el Inventario General de
Bienes y Derechos de la Comunidad Autónoma de Andalucía
de la cesión de uso objeto del presente Acuerdo.

Noveno. La Comunidad Autónoma de Andalucía, a través
de la Dirección General de Patrimonio, conservará, en todo
caso, las potestades de autotutela sobre los bienes cedidos,
en orden al ejercicio de las prerrogativas contempladas en

el Capítulo I del Título II de la Ley del Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 6 de mayo de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

ACUERDO de 6 de mayo de 2003, del Consejo
de Gobierno, por el que se cede gratuitamente al Ayun-
tamiento de Hornachuelos (Córdoba), por un plazo de
cincuenta años, el uso de la finca de la citada localidad
denominada El Burcio, con destino a fines agrícolas.

El Ayuntamiento de Hornachuelos (Córdoba) ha solicitado
la cesión de la finca rústica «El Burcio», ubicada en la carretera
CO-141 de dicho término municipal, con destino a fines
agrícolas.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes ha prestado
su conformidad a lo solicitado con las condiciones reflejadas
en el presente Acuerdo.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía
y Hacienda, el Consejo de Gobierno, en reunión celebrada
el día 6 de mayo de 2003,

A C U E R D A

Primero. Ceder gratuitamente al Ayuntamiento de Hor-
nachuelos (Córdoba), de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 57 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y por el artículo
12 de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de
las Entidades Locales de Andalucía, el uso de la finca «El
Burcio» de dicha localidad.

El citado inmueble, con superficie de 83.380 m2, está
situado en la carretera CO-141, ramal de A-431 a Horna-
chuelos. Fue transferido a la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía por Real Decreto 951/1984, de 28 de marzo, sobre
traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de
carreteras. Consta inscrito en el Registro de la Propiedad de
Posadas al folio 13 del tomo 341, libro 33, finca núm. 910.

Segundo. Se otorga la presente cesión por un plazo de
cincuenta años, con destino a fines relacionados con la
agricultura.

Tercero. Si el bien cedido gratuitamente no fuera destinado
al uso previsto o dejara de destinarse posteriormente, se con-
siderará resuelta la cesión y revertirá a la Comunidad Autó-
noma, integrándose en su patrimonio con todas sus perte-
nencias y accesiones sin derecho a indemnización; teniendo
la Comunidad Autónoma, además, derecho a percibir del Ayun-
tamiento, previa tasación pericial, el valor de los detrimentos
o deterioros del mismo.

Cuarto. El Ayuntamiento se obliga a asumir los gastos
necesarios para el buen uso del bien cedido, así como los
de personal, el cual, una vez finalizado el plazo de cesión,
no pasará a depender de la Junta de Andalucía.

Quinto. El Ayuntamiento se subroga, durante el plazo de
vigencia de la cesión, en las obligaciones tributarias que la
Comunidad Autónoma tenga respecto al bien cedido.

Asimismo, queda obligado a mantenerlo durante dicho
plazo en perfecta conservación, siendo responsable de los
daños, detrimentos o deterioros causados.
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Sexto. Queda expresamente prohibido el arrendamiento
y la cesión del bien.

Séptimo. Transcurrido el plazo de cesión, pasarán a pro-
piedad de la Comunidad Autónoma las pertenencias, acce-
siones y cuantas revalorizaciones se hubieran acometido por
el Ayuntamiento, sin derecho a compensación alguna.

Octavo. En cumplimiento de lo regulado por el artículo
14 de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, se tomará razón en el Inventario General de Bienes
y Derechos de la Comunidad Autónoma de Andalucía de la
cesión de uso objeto del presente Acuerdo.

Noveno. La Comunidad Autónoma de Andalucía, a través
de la Dirección General de Patrimonio, conservará, en todo
caso, las potestades de autotutela sobre el bien cedido, en
orden al ejercicio de las prerrogativas contempladas en el Capí-
tulo I del Título II de la Ley del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 6 de mayo de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

RESOLUCION de 12 de mayo de 2003, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
pública la relación de solicitudes que no reúnen los
requisitos exigidos en la convocatoria de ayudas a los
municipios de Andalucía en materia de urbanismo
comercial, correspondientes al ejercicio 2003.

Examinadas las solicitudes presentadas al amparo de la
Orden de 27 de febrero de 2003, por la que se establecen
las normas reguladoras de la concesión de ayudas a los muni-
cipios de Andalucía en materia de urbanismo comercial, esta
Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Hacer pública la resolución de 12 de mayo de
2003 de la Delegación Provincial de Cádiz de la Consejería
de Economía y Hacienda, en la que se relacionan los peti-
cionarios de ayudas a los municipios de Andalucía en materia
de urbanismo comercial, cuyas solicitudes no reúnen los requi-
sitos exigidos en la convocatoria, con indicación del plazo para
subsanar la falta o, en su caso, aportar los preceptivos
documentos.

Segundo. El contenido íntegro de dicha Resolución estará
expuesto en el tablón de anuncios de esta Delegación Pro-
vincial, sita en Pza. España, 19 de Cádiz, a partir del mismo
día de la publicación de la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. Los plazos establecidos en dicha Resolución se
computarán a partir del día siguiente al de la publicación de
esta Resolución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Cádiz, 12 de mayo de 2003.- El Delegado, Daniel Vázquez
Salas.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 13 de mayo de 2003, por la que se
concede subvención a la Diputación Provincial de Sevi-
lla, con objeto de financiar la operación de crédito con-
traída con el Banco de Crédito Local para la ejecución
de proyectos de obras y servicios correspondientes a
los Fondos Ordinarios del ejercicio 2002 realizados por
las Corporaciones Locales incluidas en concierto con
el Inem y afectas al Programa de Fomento de Empleo
Agrario 2002.

Determinada por Decreto 188/2002, de 2 de julio, la
financiación por la Administración de la Junta de Andalucía
de los créditos que, durante el ejercicio 2002, contraigan las
Diputaciones Provinciales con el Banco de Crédito Local para
la ejecución de proyectos de obras y/o servicios realizados
por las Corporaciones Locales en concierto con el Inem y de
acuerdo con el Programa de Fomento de Empleo Agrario, la
Diputación Provincial de Sevilla ha solicitado de esta Con-
sejería, de conformidad con el convenio tripartito Adminis-
tración de la Junta de Andalucía/Banco de Crédito Local/Di-
putaciones Provinciales, así como con el suscrito entre la
Administración de la Junta de Andalucía y dicha Diputación
Provincial, la subvención a que hace referencia el artículo 2
de la citada normativa, acompañándose de expediente en el
que quedan debidamente acreditados los extremos a que hace
referencia el artículo 4 del mismo Decreto.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me confieren
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y el Decreto 188/2002, de 2 de julio,
de financiación de los créditos contraídos por las Diputaciones
Provinciales con el Banco de Crédito Local para la ejecución
de proyectos de obras municipales afectas al Programa de
Fomento de Empleo Agrario 2002,

D I S P O N G O

Primero. Se concede a la Diputación Provincial de Sevilla,
una subvención por importe de 783.265,00 euros, con cargo
a la aplicación presupuestaria 0.1.11.00.01.00.7630081A
2 del ejercicio 2003, correspondiente al 75% de las cantidades
que en concepto de amortización de capital e intereses ha
de sufragar la citada Diputación Provincial al Banco de Crédito
Local por los préstamos concedidos para la ejecución de los
proyectos de obras y/o servicios afectos a los Fondos Ordinarios
del Programa de Fomento de Empleo Agrario del ejercicio 2002
que se indican en el Anexo.

Segundo. De conformidad con lo dispuesto en el art. 8
del Decreto 188/2002, de 2 de julio, y a los efectos de financiar
el coste de materiales de los proyectos de obras y/o servicios
que se indican en el Anexo, la Diputación Provincial de Sevilla
podrá disponer del préstamo suscrito con el Banco de Crédito
Local por un importe máximo de 391.632,50 euros, equi-
valente al 50% del importe de la subvención concedida.

La disposición del 50% restante podrá realizarse una vez
quede acreditado el abono del primero, mediante certificación
del Interventor de la Diputación Provincial en la que se rela-
cionen los pagos efectivamente realizados con cargo al mismo.

Todo ello sin perjuicio de la disposición de fondos de
la parte de capital que corresponde a la aportación de la propia
Diputación Provincial.

Tercero. La Diputación Provincial de Sevilla, deberá remitir
a la Consejería de Gobernación, antes del 30 de septiembre
del año 2003, la valoración definitiva de las obras y/o servicios
efectuados, aportando certificación acreditativa de los siguien-
tes extremos:

a) La cuantía del préstamo concertado.
b) Las inversiones realizadas y satisfechas a las Entidades

Locales beneficiarias del régimen de subvenciones correspon-
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dientes a los Fondos Ordinarios del Programa de Fomento
de Empleo Agrario de 2002.

c) Relación detallada de la cuantía final aportada por cada
uno de los Organismos participantes.

Cuarto. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de esta subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas de otras
Administraciones Públicas o de otros entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación
de la resolución de concesión.

Quinto. Las Entidades Locales beneficiarias de la sub-
vención se encuentran sometidas, con carácter general, a las
obligaciones previstas en el artículo 105 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y muy en particular al sometimiento de las actuaciones
de comprobación a efectuar por la Consejería de Gobernación,
sin perjuicio de las de control que correspondan al Tribunal
de Cuentas, a la Cámara de Cuentas de Andalucía y a la
Intervención General de la Junta de Andalucía.

Sexto. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 5 del Decreto 188/2002, de 2 de julio, las Entidades Locales
beneficiarias deberán dar la publicidad adecuada a cada obra
o servicio afecto al Programa de Fomento de Empleo Agrario
2002 colocando en lugar visible, un cartel en el que consten
expresamente las Entidades que cooperan en la financiación
del mismo.

El logotipo de identificación corporativo de la Junta de
Andalucía en dicho cartel deberá ajustarse al Decreto
245/1997, de 15 de octubre.

Séptimo. A tenor de lo dispuesto en el artículo 57 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, la presente Orden produce efectos desde
el momento en que ha sido dictada, sin perjuicio de su publi-
cación en el BOJA y su notificación a la Diputación Provincial
de Sevilla y al Banco de Crédito Local.

Sevilla, 13 de mayo de 2003

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación
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CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 12 de mayo de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 636/02, interpuesto
por Andaluza de Supermercados Hermanos Martín, SL.

En el recurso contencioso-administrativo número 636/02,
interpuesto por Andaluza de Supermercados Hermanos Martín,
S.L., contra la resolución de 11 de septiembre de 2002, de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta
de Andalucía, que desestimó el recurso de alzada interpuesto
por don Jerónimo Martín González, en nombre y representación
de la entidad Andaluza de Supermercados Hermanos Martín,
S.L. contra la resolución de la Delegación Provincial de Empleo
y Desarrollo Tecnológico en Sevilla de fecha 20 de febrero
de 2002, recaída en el expediente sancionador SE/438/01/DE/MT,
por incumplimiento de prescripciones reglamentarias en mate-
ria de seguridad industrial, confirmando la resolución san-
cionadora en todos sus términos por ser ajustada a Derecho,
se ha dictado sentencia por el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. 3 de Sevilla, con fecha 6 de marzo de 2003,
cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

«Fallo: Que debo desestimar y desestimo la demanda for-
mulada contra la Resolución a que se refiere el presente recur-
so, por resultar ajustada a Derecho. Todo ello sin expresa
condena en costas.»

Mediante Providencia de fecha 15 de abril de 2003 se
declara firme la sentencia anterior acordándose que se lleve
a puro y debido efecto lo resuelto.

En virtud de lo establecido en el artículo 3.º 5.ª de la
Orden de 3 de octubre de 2000, de delegación de compe-
tencias y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118
de la Constitución y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de
1 de julio, del Poder Judicial y 104 y siguientes de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, he dispuesto el cumplimiento en sus
propios términos de la expresada sentencia, así como su publi-
cación en el BOJA.

Sevilla, 12 de mayo de 2003.- El Secretario General Téc-
nico, Juan Francisco Sánchez García.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2003, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, en materia de Economía
Social.

Resolución de 8 de mayo de 2003, de la Delegación
Provincial de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de Málaga, por la que se acuerda la exoneración del requisito
de publicación en BOJA de las subvenciones concedidas a
las Empresas de Economía Social.

Vistos los expedientes de solicitudes de subvenciones, tra-
mitados por el Servicio de Economía Social de esta Delegación
Provincial, al amparo de la Orden de 29 de marzo de 2001,
por la que se regula el Programa Andaluz para el Fomento
de la Economía Social, teniendo en cuenta los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Esta Delegación tiene atribuida la competencia
para resolver determinadas solicitudes de ayuda en materia
de Economía Social, en virtud de lo dispuesto en el artículo
21.1.b) de la precitada Orden.

Segundo. La obligación general de publicación de las sub-
venciones concedidas en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía, dado el gran número de beneficiarios existentes, entra-
ñaría una dificultad material que retrasaría la conclusión final
de los expedientes.

Tercero. Estas ayudas son de extraordinaria importancia
para las empresas de Economía Social, por lo que para agilizar
el trámite final de los expedientes y el pago de las ayudas,
dándole la conveniente agilidad en aras a una mejor con-
secución de los fines perseguidos, resulta conveniente decla-
rarlas exoneradas de la obligación genérica de publicación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El artículo 109 de la Ley 5/1983, de 19 de
julio, General de la Hacienda Pública de Andalucía, establece
que las subvenciones concedidas deben ser publicadas en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Segundo. La Disposición Final Segunda de la Ley 1/2000,
de 27 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el ejercicio 2000, da nueva redacción
al párrafo segundo del citado artículo 109 de la Ley 5/1983,
estableciendo que no será necesaria la publicación de aquellas
subvenciones cuya cuantía no supere la cifra que establezcan
las Leyes anuales de Presupuesto, así como aquéllas que afec-
ten a un gran número de beneficiarios.

Es por lo que, teniendo en cuenta las fundamentaciones
anteriores y en el uso de las competencias atribuidas, esta
Delegación,

R E S U E L V E

Declarar exoneradas de la obligación de su publicación
a las ayudas concedidas a las empresas de Economía Social
y otorgadas durante el presente ejercicio 2003 por esta Dele-
gación Provincial, en atención a que afectan a un gran número
de beneficiarios.

Málaga, 8 de mayo de 2003.- La Delegada, Isabel Muñoz
Durán.

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 20 de mayo de 2003, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la Empresa Pública de
Emergencias Sanitarias 061, en Jaén, mediante el
establecimiento de servicios mínimos.

Por las Organizaciones Sindicales Sindicato Provincial de
sanidad de CC.OO. de Jaén y los delegados de personal, ha
sido convocada huelga que, en su caso, podrá afectar a la
totalidad de la plantilla de Jaén y su provincia de la Empresa
Publica de Emergencias Sanitarias 061 el día 26 de mayo
de 2003 desde las 00,00 horas y de duración indefinida.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimien-
to de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos de
huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o de
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.
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El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo
y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de la Empresa Publica de
Emergencias Sanitarias 061, en Jaén, prestan un servicio esen-
cial para la comunidad, cuya paralización puede afectar a
la salud y a la vida de los usuarios de la sanidad pública,
y por ello la Administración se ve compelida a garantizar el
referido servicio esencial mediante la fijación de los servicios
mínimos en la forma que por la presente Orden se determina,
por cuanto que la falta de protección del referido servicio pres-
tado por dicho personal colisiona frontalmente con los derechos
a la vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43
de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, de acuerdo con lo que dis-
ponen los preceptos legales aplicables, artículos 28.2.15 y 43
de la Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley
17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Auto-
nomía de Andalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de
diciembre; Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía de 26 de noviembre de 2002; y la doctrina del
Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a
la totalidad de la plantilla de Jaén y su provincia de la Empresa
Publica de Emergencias Sanitarias 061 se entenderá condi-
cionada, oídas las partes afectadas y vista la propuesta de
la Delegación Provincial de Jaén al mantenimiento de los míni-
mos estrictamente necesarios para el funcionamiento de este
servicio, según se recoge en anexo I.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 20 de mayo de 2003

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ANEXO I

Lunes a Viernes.
De 9,00 a 21,00 h: Dos Equipos de Emergencias for-

mados por un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de
Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la Base Asistencial de
Jaén capital y otro Equipo en la Base Asistencial de Bailén.

De 9,00 a 21,00 h: Un médico Coordinador en turno
de día en el Centro Coordinador de Urgencias y Emergencias
de Jaén.

De 21,00 a 9,00 h: Dos Equipos de Emergencias for-
mados por un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de
Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la Base Asistencial de
Jaén capital y otro Equipo en la Base Asistencial de Bailén.

De 21,00 a 9,00 h: Un médico Coordinador en turno
de noche en el Centro de Coordinación de Urgencias y Emer-
gencias de Jaén.

Sábados.
De 9,00 a 21,00 h: Dos Equipos de Emergencias for-

mados por un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de
Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la Base Asistencial de
Jaén capital y otro Equipo en la Base Asistencial de Bailén.

De 9,00 a 21,00 h: Un médico Coordinador en turno
de día en el Centro de Coordinación de Urgencias y Emer-
gencias de Jaén.

De 21,00 a 9,00 h: Dos Equipos de Emergencias for-
mados por un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de
Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la Base Asistencial de
Jaén capital y otro Equipo en la Base Asistencial de Bailén.

De 21,00 a 9,00 h: Un médico Coordinador en turno
de noche en el Centro de Coordinación de Urgencias y Emer-
gencias de Jaén.

Domingos y festivos: De 9:00 a 21:00 h: Dos Equipos
de Emergencias formados por un/a médico/a, un/a enfermero/a
y un Técnico de Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la
Base Asistencial de Jaén capital y otro Equipo en la Base
Asistencial de Bailén.

De 9,00 a 21,00 h: Un médico Coordinador en turno
de día en el Centro de Coordinación de Urgencias y Emer-
gencias de Jaén.

De 21,00 a 9,00 h: Dos Equipos de Emergencias for-
mados por un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de
Emergencias Sanitarias. Un Equipo en la Base Asistencial de
Jaén capital y otro Equipo en la Base Asistencial de Bailén.

De 21,00 a 9,00 h: Un médico Coordinador en turno
de noche en el Centro de Coordinación de Urgencias y Emer-
gencias de Jaén.

De lunes a domingo (incluidos festivos):
Un/a médico/a, un/a enfermero/a y un Técnico de Emer-

gencias Sanitarias en turno de Guardia Localizada. 24 horas.

Asimismo, deberá garantizarse:

- Recogida de datos para la facturación a terceros en
el acto de la asistencia.

- Tareas burocráticas que repercutan en la asistencia del
paciente: Historia Clínica, registro de Enfermería, partes de
lesiones, partes de accidentes; así como la documentación
relacionada con el mantenimiento de vehículos y material
electromédico.

- Comunicación y cumplimentación de las incidencias de
vehículos y material necesario para la prestación de la asis-
tencia, con carácter de operativo o de reserva.

- Revisión de las unidades asistenciales.
- Revisión de almacenes, entrega de pedidos de material

y medicación a Servicios Hospitalarios y reposición de material
en los vehículos sanitarios.
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- Control de caducidad de material recibido de Hospital,
los días establecidos por el Servicio provincial 061 para esta
actividad.

- Limpieza exterior e interior de la Unidad asistencial en
los días estipulados por el Servicio para lo mismo, así como
limpieza de la Unidad asistencial tras asistencia sanitaria.

- Entrega de partes de lesiones en los juzgados corres-
pondientes.

- Control de la documentación de los Equipos de Emer-
gencias para envío a Centro de Coordinación.

- Funciones ordinarias de docencia y tutorización de alum-
nos en formación.

ORDEN de 20 de mayo de 2003, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores del sector de la limpieza de
edificios y locales en Cádiz, en cuanto afecte a centros
sanitarios mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Orden de 20 mayo de 2003, por la que se garantiza
el funcionamiento del servicio público que prestan los tra-
bajadores del sector de la limpieza de edificios y locales en
Cádiz, en cuanto afecte a centros sanitarios mediante el esta-
blecimiento de servicios mínimos.

Por las Organizaciones Sindicales Sindicato Provincial de
Actividades diversas de CC.OO. de Cádiz y FES-UGT, ha sido
convocada huelga que, en su caso, podrá afectar a la totalidad
de los trabajadores del sector de la limpieza de edificios y
locales en la provincia de Cádiz el día 19 de mayo de 2003
y del 22 al 30 de mayo de 2003 ambos inclusive, desde
las 00,00 horas hasta las 24,00 horas.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo
y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores del sector de la limpieza
de edificios y locales en la provincia de Cádiz prestan un
servicio esencial para la comunidad, en cuanto éste afecta
a centros sanitarios, cuya paralización puede afectar a la salud
y a la vida de los usuarios de la sanidad pública, y por ello
la Administración se ve compelida a garantizar el referido
servicio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos
en la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto
que la falta de protección del referido servicio prestado por
dicho personal colisiona frontalmente con los derechos a la
vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de
la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y en su caso, consensuar

los servicios mínimos necesarios, de acuerdo con lo que dis-
ponen los preceptos legales aplicables, artículos 28.2.15 y
43 de la Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley
17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Auto-
nomía de Andalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de
diciembre; Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía de 26 de noviembre de 2002; y la doctrina del
Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a
la totalidad de los trabajadores del sector de la limpieza de
edificios y locales en la provincia de Cádiz, oídas las partes
afectadas y vista la propuesta de la Delegación Provincial de
Cádiz al mantenimiento de los mínimos estrictamente nece-
sarios para el funcionamiento de este servicio, según se recoge
en Anexo I.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 20 de mayo de 2003

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ANEXO I

Se establece como mínimo un Limpiador/Limpiadora por
la mañana y un Limpiador/Limpiadora por la tarde en cada
uno de los centros.

ORDEN de 20 de mayo de 2003, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la Empresa Pública de
Emergencias Sanitarias 061, en Córdoba, mediante
el establecimiento de servicios mínimos.

Por las Organizaciones Sindicales Sindicato Provincial de
sanidad de CC.OO. de Córdoba y los delegados de personal,
ha sido convocada huelga que, en su caso, podrá afectar a
la totalidad de la plantilla de Córdoba y su provincia de la
Empresa Pública de Emergencias Sanitarias 061 el día 26
de mayo de 2003 desde las 00,00 horas y de duración
indefinida.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimien-
to de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
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10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos de
huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o de
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo
y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de la Empresa Pública de
Emergencias Sanitarias 061, en Córdoba, prestan un servicio
esencial para la comunidad, cuya paralización puede afectar
a la salud y a la vida de los usuarios de la sanidad pública,
y por ello la Administración se ve compelida a garantizar el
referido servicio esencial mediante la fijación de los servicios
mínimos en la forma que por la presente Orden se determina,
por cuanto que la falta de protección del referido servicio pres-
tado por dicho personal colisiona frontalmente con los derechos
a la vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43
de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, de acuerdo con lo que dis-
ponen los preceptos legales aplicables, artículos 28.2.15 y
43 de la Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley
17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Auto-
nomía de Andalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de
diciembre; Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía de 26 de noviembre de 2002; y la doctrina del
Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a
la totalidad de la plantilla de Córdoba y su provincia de la
Empresa Pública de Emergencias Sanitarias 061 se entenderá
condicionada, oídas las partes afectadas y vista la propuesta
de la Delegación Provincial de Córdoba al mantenimiento de
los mínimos estrictamente necesarios para el funcionamiento
de este servicio, según se recoge en anexo I.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 20 de mayo de 2003

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ANEXO I

Lunes a viernes.
De 09,00 a 21,00 horas, dos Equipos de Emergencias

formados por un Médico, un Enfermero y un Técnico de Emer-
gencias (uno en Córdoba y uno en la zona sur de la provincia,
con base en Puente Genil).

De 09,00 a 21,00 horas, un Médico coordinador de día.
De 09,00 a 17,00 horas, un Auxiliar Administrativo.
De 09,00 a 17,00 horas, un Médico coordinador de día.
De 21,00 a 09,00 horas, dos Equipos de Emergencias

(con la misma composición y, destinados uno en Córdoba
y uno en la zona sur de la provincia, con base en Puente
Genil.

De 21,00 a 09,00 horas un Médico coordinador de noche.

Sábados.
De 09,00 a 21,00 horas, dos Equipos de Emergencias

formados por un Médico, un Enfermero y un Técnico de Emer-
gencias (uno en Córdoba y uno en la zona sur de la provincia,
con base en Puente Genil).

De 09,00 a 21,00 horas, un Médico coordinador de día.
De 21,00 a 09,00 horas, dos Equipos de Emergencias

(con la misma composición y, destinados uno en Córdoba
y uno en la zona sur de la provincia, con base en Puente
Genil).

De 21,00 a 09,00 horas, un Médico coordinador de
noche.

Domingos y festivos: De 09,00 a 21,00 horas, dos Equi-
pos de Emergencias formados por un Médico, un Enfermero
y un Técnico de Emergencias (uno en Córdoba y uno en la
zona sur de la provincia, con base en Puente Genil).

De 09,00 a 21,00 horas, un Médico coordinador de día.
De 21,00 a 09,00 horas, dos Equipos de Emergencias

(con la misma composición y, destinados uno en Córdoba
y uno en la zona sur de la provincia, con base en Puente
Genil).

De 21,00 a 09,00 horas, un Médico coordinador de
noche.

De lunes a domingo.
Un Médico, un Enfermero y un Técnico de Emergencias

Sanitaria, en localización de 24 horas al día.

Así mismo deberá garantizarse:

- La recogida de datos para la facturación a terceros, en
el mismo acto de la asistencia.

- Las tareas burocráticas que repercutan en la asistencia
al paciente: La historia clínica, registro de enfermería, parte
de lesiones, partes de accidentes; así como la documentación
relacionada con el mantenimiento de vehículos y material
electromédico.

- La comunicación y cumplimentación de las incidencias
de vehículos y material necesario para la prestación de la
asistencia, con carácter de operativo o de reserva.

- La revisión de las unidades asistenciales.
- La revisión de almacenes, entrega de pedidos de material

y medicación a Servicios Hospitalarios y reposición de material
en los vehículos sanitarios El control de caducidad de material
recibido de Hospital, los días estipulados por el servicio pro-
vincial 061 para esta actividad.
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- La limpieza exterior e interior de la unidad asistencial
los días estipulados por el servicio para lo mismo, así como
la limpieza de la unidad asistencial tras la asistencia sanitaria.

- La entrega de los partes de lesiones en los juzgados
correspondientes.

- El control de la documentación de los equipos de emer-
gencia para envío a Centros de Coordinación.

- Las funciones ordinarias de docencia y tutorización de
alumnos en formación.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 16 de mayo de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. Otros 274/2003 al amparo de dere-
chos fundamentales interpuesto por don Diego Jiménez
Atienza ante el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo núm. Tres de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Tres de Sevilla, se ha interpuesto por don Diego Jiménez Atien-
za recurso contencioso-administrativo núm. Otros 274/2003
al amparo de derechos fundamentales contra la resolución
de 11 de abril de 2003, de la Dirección General de Gestión
de Recursos Humanos, por la que se establece el procedi-
miento para la adjudicación de destinos provisionales al per-
sonal docente para el curso académico 2003-2004.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado en el plazo de cinco días.

Sevilla, 16 de mayo de 2003.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

RESOLUCION de 28 de abril de 2003, de la Direc-
ción General de Evaluación Educativa y Formación del
Profesorado, por la que se reconoce el Curso de Espe-
cialización en Educación Infantil, convocado por la Con-
sejería de Asuntos Sociales en colaboración con la
UNED y se hace pública la lista de profesorado que
ha obtenido la calificación de apto en el citado curso
según Orden que se cita.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de la Orden
de 25 de febrero de 1997, por la que se establece el pro-
cedimiento para la autorización de convocatoria y reconoci-
miento de Cursos de Especialización para el profesorado y
de Habilitación para profesionales del primer ciclo de Edu-
cación Infantil y vista la documentación presentada, esta Direc-
ción General de Evaluación Educativa y Formación del Pro-
fesorado ha resuelto:

Primero. Reconocer y validar el Curso de Especialización
en Educación Infantil, convocado por la Consejería de Asuntos
Sociales en colaboración con la UNED y, de conformidad con
el Acta final hacer públicas, según Anexo, la lista de pro-
fesorado que ha obtenido la calificación de apto en el citado
curso.

Segundo. Los profesores/as relacionados en el Anexo
podrán desempeñar puestos de trabajo en Educación Infantil
para los que se requiera la especialización en Educación Infantil
según los efectos profesionales previstos en la Orden Ministerial
de 11 de enero de 1996.

Tercero. Contra la presente Resolución, que pone fin a
la vía administrativa, cabe interponer en el plazo de dos meses,
a contar desde el día siguiente a su notificación, recurso con-
tencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo competente, conforme a lo establecido en los
artículos 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o,
potestativamente, recurso de reposición en el plazo de un mes,
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante esta
Dirección General, de conformidad con lo previsto en los ar-
tículos 107.1, 116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 28 de abril de 2003.- La Directora General, Pilar
Ballarín Domingo.
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

ORDEN de 30 de abril de 2003, por la que se
aprueba el deslinde del monte Medias y Sobrante de
Juan Antonio Ramírez, código de la Junta
CA-10072-JA, propiedad de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, término de Alcalá de los Gazules (Cádiz).

Expte. núm. 303/03

Examinado el expediente de deslinde del monte «Medias
y Sobrantes de Juan Antonio Ramírez», código de la Junta
CA-10072-JA, propiedad de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, y situado dentro del término municipal de Alcalá
de los Gazules, de la provincia de Cádiz, instruido y tramitado
por la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambien-
te en esa capital, resultan los siguientes

H E C H O S

1.º Existe una falta de uniformidad en el valor de la super-
ficie del monte, variando según las fuentes consultadas, y
hay dudas en el reconocimiento en el terreno de los linderos,
siendo conveniente la normalización de estas irregularidades
mediante el deslinde administrativo de este monte justificado
por la condición 3.º del artículo 81 del Reglamento de Montes
Estatal donde se confiere preferencia para deslindar: «A los
montes en que existan parcelas enclavadas o colinden con
otros de propiedad particular y, especialmente, cuando los
linderos figuren de forma confusa o equívoca», condiciones
que reúne este monte.

2.º El deslinde administrativo de dicho monte ha sido
autorizado por Orden de Inicio de la Consejera de Medio
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Ambiente de fecha 31 de mayo de 2001, y habiéndose acor-
dado que la operación de deslinde se realizase por el pro-
cedimiento ordinario según recoge el Decreto 208/1997, de
9 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento Forestal
de Andalucía, se publica en el tablón de anuncios del Ayun-
tamiento de Alcalá de los Gazules y en el Boletín Oficial de
la Provincia de Cádiz el anuncio de acuerdo de inicio de
deslinde.

3.º Por no haberse presentado reclamación alguna contra
este acuerdo de inicio, se publicó en el tablón de anuncios
del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules y en el Boletín
Oficial de la Provincia de Cádiz, el preceptivo anuncio seña-
lando fecha y lugar para dar comienzo a las operaciones de
apeo y amojonamiento provisional de la línea perimetral del
monte para el día 31 de octubre de 2001 en la «Venta Patrite».

4.º Después de tramitadas las debidas comunicaciones
y citaciones a los interesados, procedió el Ingeniero Operador
en la fecha anunciada al comienzo del apeo y amojonamiento
provisional del perímetro. El monte en cuestión está formado
por dos fincas independientes entre si denominadas A y B,
comenzándose el acto de apeo por la finca denominada
como A. El piquete número 1 A se colocó en el lugar donde
acaba la colindancia con la vía pecuaria núm. 2 denominada
«Cañada Real del Puerto de las Palomas», con una anchura
de 75,22 metros, que fue deslindada en abril de 2000 y
comienza la colindancia con la finca «Las Medias» de don
Manuel Lacave Ruiz. Desde el piquete número 1 A y piquetes
sucesivos hasta el piquete número 3 A la linde está definida
por la alineación de los piquetes. En este piquete acaba la
colindancia con la finca «Las Medias» de don Manuel Lacave
Ruiz y comienza la colindancia con la finca «Patrite» de don
Jacinto Cabrera Hita. Tal y como consta en el Acta el señor
propietario de la finca «Las Medias» manifestó estar de acuerdo
con los piquetes colocados y lo ratificó mediante firma ausen-
tándose seguidamente. Desde el piquete número 3 A y piquetes
sucesivos hasta el piquete número 6 A la linde esta definida
por la alineación de los piquetes. En este piquete acaba la
colindancia con la finca «Patrite» de don Jacinto Cabrera Hita
y comienza la colindancia con la vía pecuaria núm. 15 deno-
minada «Vereda de Patrite y Jimena», con una anchura de
20,89 metros, que fue deslindada en octubre de 2000. Duran-
te el recorrido perimetral de todos los piquetes que definen
la colindancia con la finca «Patrite» no se presentó en ningún
momento representante alguno. Entre el piquete número 6
A y número 8 A la linde está definida por la linde de la vía
pecuaria denominada «Vereda de Patrite y Jimena». En este
piquete acaba la colindancia con la vía pecuaria denominada
«Vereda de Patrite y Jimena» y comienza la colindancia con
la vía pecuaria denominada «Cañada Real del Puerto de las
Palomas». Entre el piquete número 8 A y 1 A la linde está
definida por la linde de la vía pecuaria antes mencionada,
cerrándose así el perímetro exterior de la finca A. En el piquete
1 A acaba la colindancia con la vía pecuaria denominada
«Cañada Real del Puerto de las Palomas».

Seguidamente se dio comienzo por la finca denominada
como B colocando el piquete número 1 B junto a la estaca
número 99 D de la vía pecuaria núm. 2 denominada «Cañada
Real del Puerto de las Palomas», donde comienza la colin-
dancia con dicha vía pecuaria. Entre el piquete número 1
B y número 2 B la linde está definida por la vía pecuaria
citada anteriormente. En este piquete acaba la colindancia
con la vía pecuaria denominada «Cañada Real del Puerto de
las Palomas» y comienza la colindancia con la finca «Patrite»
de don Salvador Alberto García. Tal y como consta en el Acta
el representante de la finca «Patrite» de doña María Inma-
culada Rodríguez Nieto manifestó estar de acuerdo con los
piquetes colocados y lo ratificó mediante firma, ausentándose
seguidamente. Entre el piquete número 2 B y el piquete núme-
ro 5 B la linde esta definida por la alineación de los piquetes.
En este punto acaba la colindancia con la finca «Patrite» de
don Salvador Alberto García y comienza la colindancia con

la finca «Larios» de Agropecuaria Larios S.A. Durante el recorri-
do perimetral de todos los piquetes que definen la colindancia
con la finca «Patrite» no se presentó en ningún momento
representante alguno. Entre el piquete número 5 B y núme-
ro 6 B la linde está definida por la alineación de los piquetes.
Desde el piquete número 6 B y piquetes sucesivos hasta el
piquete número 11 B la linde está definida por la alineación
de los mojones sin numerar presentes en el terreno. Entre
el piquete número 11 B y 12 B la linde esta definida por
la alineación de los piquetes. En este piquete acaba la colin-
dancia con la finca «Larios» y comienza la colindancia con
la finca «Carrillo» de doña María Benítez-Sidón Arias. Tal y
como consta en el Acta el representante de la finca «Larios»
manifestó estar de acuerdo con los piquetes colocados y lo
ratificó mediante firma, ausentándose seguidamente. Desde
el piquete número 12 B hasta el piquete número 15 B la
linde está definida por una pared de piedra. Desde el piquete
número 15 B y piquetes sucesivos hasta el piquete número
23 B la linde está definida por la alineación de los piquetes
que discurre paralela al margen izquierdo de un arroyo. En
este punto acaba la colindancia con la finca «Carrillo» y
comienza la colindancia con la finca «Patrite» de don Jacinto
Cabrera Hita. Durante el recorrido perimetral de todos los
piquetes que definen la colindancia con la finca «Carrillo»
no se presentó en ningún momento representante alguno. Des-
de el piquete número 23 B y piquetes sucesivos hasta el
piquete número 27 B la linde está definida por la alineación
de los piquetes y discurre paralela al margen izquierdo del
arroyo Asomadillas. Entre el piquete número 24 B y 25 B
acaba la colindancia con la finca «Patrite» de don Jacinto
Cabrera Hita y comienza la colindancia con la finca «Patrite»
de doña Francisca Cabrera Ruiz. Tal y como consta en el
Acta el señor propietario de la finca «Patrite» manifestó estar
de acuerdo con los piquetes colocados y lo ratificó mediante
firma. Desde el piquete número 27 B hasta el piquete número
1 B la linde sigue definida por la alineación de los piquetes,
cerrándose así el perímetro exterior de la finca B. En el piquete
número 1 B acaba la colindancia con la finca «Patrite» pro-
piedad de doña Francisca Cabrera Ruiz.

Los tramos del perímetro exterior del monte cuya linde
está determinada por las vías pecuarias denominadas «Cañada
Real del Puerto de las Palomas» y «Vereda de Patrite y Jime-
na», están pendientes de la resolución de dichas vías por
parte de la Consejería de Medio Ambiente. En caso de modi-
ficación del trazado actual de las mismas, los tramos del perí-
metro exterior del monte afectados por estas, se modificarán
atendiendo al nuevo trazado.

El levantamiento topográfico se realizó mediante GPS, los
rumbos se midieron en grados centesimales y las distancias
en metros.

Con esto se dio por finalizado el acto de apeo que firmaron
expresando su conformidad todos los presentes.

5.º Anunciado el período de vista del expediente, en el
tablón de anuncios del Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules,
notificado a los particulares interesados y expuesto en audien-
cia durante el plazo de un mes, se recibieron en la Oficina
del Parque Natural «Los Alcornocales», con fecha 28 de
noviembre de 2001, dos alegaciones presentadas por doña
Francisca Cabrera Ruiz y don Jacinto Cabrera Hita.

Ambas alegaciones se refieren a la ubicación de la esta-
quilla núm. 1 B (que se estima corresponde a la estaquilla
núm. 78 citada en las alegaciones por error y que no existe
en el presente deslinde) situada en el punto donde limita la
propiedad de doña Francisca Cabrera Ruiz, la Vía Pecuaria
y el Monte. La disconformidad no es con el linde en cuanto
tal, sino con la ubicación de la Vía Pecuaria. Como no existe
sobre el terreno evidencia alguna de que dicha vía pecuaria
pudiera transcurrir por donde indican don Jacinto Cabrera Hita
y doña Francisca Cabrera Ruiz y ser esas las coordenadas
que se encuentran establecidas en el Expediente de Deslinde
de la Vía Pecuaria, entiende el Ingeniero Operador que éstas
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han sido obtenidas con mayor conocimiento de la ubicación
de la vía del que resultara de su estudio en este expediente,
siendo esta la razón de que se hallan utilizado para definir
la linde entre el Monte y la Vía Pecuaria. Además, la ubicación
de los piquetes sobre el terreno obtenida replanteando las coor-
denadas se realizó con la ayuda de aparatos topográficos de
alta precisión, por lo que el posible margen de error es de
escasos centímetros.

6.º Estas alegaciones se remitieron al Gabinete Jurídico
Provincial. Y en el informe emitido por dicho Gabinete Jurídico
Provincial referente a las dos alegaciones, y en el que se indica
textualmente:

«Respecto de las alegaciones presentadas y a la vista
de las consideraciones efectuadas por el Ingeniero Operador,
cabe entender que las mismas no deben ser estimadas pues
no tienen la virtualidad suficiente, habida cuenta de que se
centran sobre el trazado de la vía pecuaria, objeto de otro
expediente distinto».

A la vista de los anteriores Hechos, son de aplicación
los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competencia de esta Consejería la resolución
de los expedientes de deslinde de montes públicos en virtud
de lo preceptuado en el artículo 63.4 del Reglamento Forestal
de Andalucía, aprobado por Decreto 208/97, de 9 de
septiembre.

Segundo. La aprobación del presente deslinde se sustenta
en lo regulado en los artículos 34 al 43 de la Ley 2/1992,
de 15 de junio, Forestal de Andalucía; en su Reglamento de
desarrollo, aprobado por el Decreto 208/1997, de 9 de sep-
tiembre; y demás normas de general y pertinente aplicación.

Tercero. El expediente fue tramitado de acuerdo con lo
preceptuado por la legislación vigente relativa al procedimiento
administrativo así como la específica en cuanto al deslinde
de montes, insertándose los anuncios reglamentarios en el
Boletín Oficial de la Provincia y tramitándose las debidas comu-
nicaciones para conocimiento de los interesados.

Cuarto. El Informe emitido por el Gabinete Jurídico Pro-
vincial considera ajustada a derecho la actuación del Ingeniero
Operador, es por lo que esta Delegación de Medio Ambiente
en Cádiz propone que se apruebe el deslinde en la forma
en que fue llevado a cabo por el mismo.

Quinto. El emplazamiento de cada uno de los piquetes,
que determinan el perímetro exterior del monte, se describen
con precisión en las actas de apeo y el perímetro de los mismos
quedan fielmente representado en el plano que obra en el
expediente.

A la vista de lo anterior, esta Consejería de Medio Ambiente

R E S U E L V E

1.º Que se apruebe el deslinde del monte Medias y Sobran-
te de Juan Antonio Ramírez, Código de la Junta CA-10072-JA,
perteneciente a la Comunidad Autónoma Andaluza y situado
en el término municipal de Alcalá de los Gazules, provincia
de Cádiz, en la forma en que ha sido realizada por el Ingeniero
Operador y según se detalla en las Actas, Registro Topográfico
y Plano que obra en el expediente.

2.º Que al no existir enclavados dentro de este monte
la cabida pública coincidente con la cabida total 21,0498
ha.

3.º Que una vez aprobado este deslinde se proceda a
su amojonamiento.

4.º Que se inscriba el deslinde en el Registro de la Pro-
piedad, de acuerdo con el resultado del trabajo practicado.

Contra la presente Orden, que agota la vía administrativa,
cabe interponer, potestativamente, recurso de reposición en
el plazo de un mes a partir del día siguiente al de su publicación
ante el mismo órgano que la dictó, o directamente recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses a contar
desde el día siguiente al de su publicación, ante la Sala com-
petente del Tribunal Superior de Justicia de la Junta de Anda-
lucía, de acuerdo con lo previsto en los artículos 116 y 117
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 10.1 a) y 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 30 de abril de 2003

FUENSANTA COVES BOTELLA
Consejera de Medio Ambiente

4. Administración de Justicia

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. CUATRO
DE MALAGA

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
núm. 405/2002. (PD. 1924/2003).

NIG: 2906742C20020009993.
Procedimiento: Proced. Ordinario (N) 405/2002. Nego-

ciado: AA.
Sobre: Reclamación de cantidad.
De: Don Salvador Serralvo Ramírez.
Procuradora: Sra. Rosa María Braun Egler.
Letrado: Sr. Antiñolo Gil, José Antonio.
Contra: Don/doña Kebe Abdul Karim y Kossivi Adote

Amouzou.

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Proced. Ordinario (N) 405/2002
seguido en el Juzgado de Primera Instancia Cuatro de Málaga
a instancia de Salvador Serralvo Ramírez contra Kebe Abdul
Karim y Kossivi Adote Amouzou sobre Reclamación de Can-
tidad, se ha dictado la sentencia que copiada en su enca-
bezamiento y fallo, es como sigue:

S E N T E N C I A

En Málaga a cuatro de febrero de dos mil tres.

El Ilmo. Sr. don Bernardo María Pinazo Osuna Magis-
trado-Juez titular del Juzg. de Primera Instancia Cuatro de
Málaga, ha visto los presentes autos de Proced. Ordinario (N)
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405/2002, seguidos a instancia de Salvador Serralvo Ramírez
representado por el Procurador de los Tribunales, Sra. doña
Rosa María Braun Egler, asistido por el Letrado don José Anto-
nio Antiñolo Gil, contra don/doña Kebe Abdul Karim y Kossivi
Adote Amouzou, sobre reclamación de cantidad.

F A L L O

Que estimando la demanda interpuesta por don Salvador
Serralvo Ramírez, representada por la Procuradora de los Tri-
bunales doña Rosa Braun Egler contra Kebe Abdul Karim y
Kossivi Adote Amouzou, en rebeldía, debo condenar y condeno
a la parte demandada a que abone a la parte actora la suma
de siete mil ochocientos veintiocho euros con cuarenta y dos
céntimos, incrementados con los intereses legales, imponién-
dose las costas causadas a la parte demandada.

Así por esta mi sentencia contra la que no es susceptible
de interponer recurso de apelación, lo pronuncio, mando y
firmo.

E/
Y con el fin de que sirva de notificación en forma a los

demandados Kebe Abdul Karim y Kossivi Adote Amouzou,
extiendo y firmo la presente en Málaga, a veinticuatro de marzo
de dos mil tres.- El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. DOCE DE
MALAGA

EDICTO dimanante del procedimiento de menor
cuantía núm. 584/2000. (PD. 1925/2003).

NIG: 2906742C20000000902.
Procedimiento: Menor Cuantía 584/2000. Negociado: 4.
De: Don/doña Jesús Marín Ruiz, Miguel Marín Ruiz y

Braulio Marín Ruiz.
Procuradores: Sres. Ignacio Sánchez Díaz, Sánchez Díaz,

Ignacio y Ignacio Sánchez Díaz.
Contra: Laboratorios Landerlan, Laboratorios Grifols y

Laboratorio Baxter, S.L.
Procuradores: Sres. López Narbona, María Teresa y Alonso

Zúñiga, Belén.

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Menor Cuantía 584/2000 seguido
en el Juzgado de Primera Instancia núm. Doce de Málaga
a instancia de Jesús Marín Ruiz, Miguel Marín Ruiz y Braulio
Marín Ruiz contra Laboratorios Landerland, Laboratorios Grifols
y Laboratorios Baxter, S.L. sobre reclamación de cantidad,
se ha dictado la sentencia que copiada en su encabezamiento
y fallo, es como sigue:

S E N T E N C I A

En Málaga, 18 de septiembre de 2002.

Vistos por mí, José Aurelio Pares Madronal, los autos
civiles de juicio de menor cuantía en reclamación de cantidad
registrado con el núm. 584/00, seguidos a instancia de don
Jesús, don Miguel y don Braulio Marín Ruiz, representados
por el procurador Sr. Sánchez Díaz y asistidos del letrado Sr.
Caivillo Calvín, frente los laboratorios Landerlan (en rebeldía),
Grifols (procuradora Sra. López Narbona y letrado Sr. Muixi
Vallés) e Inmuno (procuradora Sra. Alonso Zúñiga y letrada
Sra. Echevarría Aranaiz).

F A L L O

Que desestimando íntegramente la demanda formulada
por el procurador Sr. Sánchez Díaz, en nombre y representación
de Jesús, Miguel y Braulio Marín Ruiz, frente laboratorios Lan-
derlan, laboratorios Grifols, S.A. (Instituto Grifols, S.A.), y labo-
ratorios Inmuno (Baxter, S.L.), se acuerda:

1.º Absolver a los demandados de las peticiones formu-
ladas frente a ellos.

2.º No se hace especial pronunciamiento sobre costas,
debiendo cada parte abonar las causadas a su instancia y
los honorarios devengados por la emisión de informe pericial
por los actores e Instituto Grifols, proponentes de la prueba.

Llévese esta sentencia, previo testimonio en autos, al libro
correspondiente y notifíquese a las partes con instrucción de
que frente a la misma cabe recurso de apelación, que deberá
prepararse ante este Juzgado en el plazo de cinco días al
siguiente el en que se notifique.

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al deman-
dado Laboratorios Landerlan, extiendo y firmo la presente en
Málaga a cinco de mayo de dos mil tres.- El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. UNO
DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento verbal núm.
1260/2001. (PD. 1923/2003).

N O T I F I C A C I O N

En el procedimiento J. Verbal (N) 1260/2001 seguido
en el Juzgado de Primera Instancia número Uno de Sevilla
a instancia de Florentino Sánchez Gallego contra Esperanza
Macarena Zamora Gómez sobre Falta de Pago de las Rentas,
se ha dictado la sentencia que copiada literalmente dice así,
es como sigue:

S E N T E N C I A

En Sevilla, a 9 abril de 2003. Vistos por doña Francisca
Torrecillas Martínez, Magistrada-Juez del Juzgado de Primera
Instancia núm. Uno de esta ciudad, los presentes autos de
juicio verbal de desahucio, seguidos con el núm. 1260/01-3,
a instancia de don Florentino Sánchez Gallego, representado
por la Procuradora doña Isabela Blanco Toajas y asistido por
el Letrado don Fermín Sánchez López, contra doña Esperanza
Macarena Zamora Gómez, sobre resolución de contrato de
arrendamiento por falta de pago de la renta y,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por la representación de la parte actora y pro-
cedente del turno de reparto fue presentada ante este Juzgado
demanda de juicio verbal de desahucio contra la parte deman-
dada indicada, en la que, tras alegar que la demandada adeu-
daba en concepto de renta y cantidades asimiladas la suma
de 129.959 ptas. a la fecha de la demanda, y citando los
fundamentos de derecho que estimaba aplicables terminaba
solicitando se dictase sentencia por la que se declarase resuelto
el contrato de arrendamiento existente entre las partes, relativo
a la vivienda sita en la C/ Fray Isidoro de Sevilla, 8, piso
4.º B de Sevilla, dando lugar al desahucio instado, condenando
a la demandada a estar y pasar por esta declaración y a dejar
libre y a disposición de la actora la expresada finca dentro


